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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 19  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-7399-2023
CARATULADO : Y EZ/FISCO DE CHILE-CONSEJO DEÁÑ  
DEFENSA DEL ESTADO DE CHILE

Santiago,  seis de septiembre de dos mil veinticuatro

VISTOS: 

Con fecha 05 de mayo del 2023, comparecen  don  Mario  Armando  Cortez 
Mu oz ñ y don Alex Esteban Sep lveda Rodasú , abogados, en representaci n de ó do añ  
Victoria Elo sa Y ez Taborgaí áñ , pensionada, todos domiciliados para estos efectos en 
Arturo Prat N 407, departamento N 501, comuna de Santiago, ° ° y vienen en interponer 
demanda de indemnizaci n de perjuicios en contra del  ó Fisco de Chile, representado 
por don Ra l Letelier Wartenbergú , presidente del Consejo de Defensa del Estado, 
todos con domicilio en calle Agustinas N 1225, piso 2, comuna de Santiago,°  a fin que 
sea acogida y se condene a la demandada al pago de la suma de $300.000.000.-, o en 
su defecto la suma que el Tribunal estime en justicia, m s reajustes e intereses y costas.á

Con fecha  28 de julio del 2023, la parte demandada fue notificada en forma 
personal subsidiaria de la demanda.

Con  fecha  10  de  agosto  del  2023,  comparece  la  demandada  e  interpone 
excepci n dilatoria de ineptitud del libelo.ó

Con  fecha  07  de  septiembre  del  2023,  la  demandante  evac a  traslado,ú  
allan ndose y corrigiendo la demanda. á

Con fecha  21  de  diciembre  del  2023,  se  acogi  la  excepci n  y  se  tuvo poró ó  
corregida la demanda. 

Con fecha 04 de enero del 2024, la demandada evac a la contestaci n de laú ó  
demanda. 

Con fecha  11 de enero del 2024, se tiene por evacuada la contestaci n de laó  
demanda y se confiere traslado a la r plica.é

Con fecha 15 de abril del 2024, se tuvo por evacuado el tr mite de la r plica ená é  
rebeld a y se confiri  traslado a la d plica.í ó ú

Con fecha 22 de abril del 2024, se evac o el tr mite de la d plica.ú á ú

Con fecha 23 de abril del 2024, se tuvo por evacuado el tr mite de la d plica yá ú  
se recibi  la causa a prueba, rindi ndose la que consta en autos.ó é

Con fecha 23 de julio del 2024, se cit  a las partes a o r sentencia.ó í
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CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que comparecen don Mario Armando Cortez Mu oz y don Alexñ  
Esteban Sep lveda Rodas, abogados, en representaci n de do a Victoria Elo sa Y ezú ó ñ í áñ  
Taborga, y vienen en interponer demanda de indemnizaci n de perjuicios en contra deló  
Fisco de Chile, representado por don Ra l Letelier Wartenberg, presidente del Consejoú  
de Defensa del Estado.

I.Fundamentos de hecho.  

Relato realizado directamente por do a Victoria Elo sa Y ez Taborgañ í áñ

Mi detenci n se produjo en un operativo un d a s bado 13 de octubre 1973, en“ ó í á  
el Ministerio de Hacienda, siendo acusada de terrorista donde se me fue a buscar en  
forma personal por un capit n de carabineros a la oficina, donde me encontraba, fuiá  
violentamente detenida y conminada a entregar toda la informaci n que tuviera, meó  
golpearon con golpes de pu o en la cara, est mago y espalda, fui arrojada al suelo yñ ó  
esposada, fui dejada boca abajo mientras un uniformado me ten a el ca n de un fusilí ñó  
en la nuca. 

Desde  aqu  (Ministerio  de  Hacienda)  fui  llevada  detenida  bajo  amenaza  deí  
muerte  a  la  escuela  de  suboficiales  de  carabineros,  en  este  lugar  fui  torturada  
psicol gicamente y f sicamente, en este lugar se me amenaz  con ser fusilada, violada,ó í ó  
con matar a mi familia, con ser expulsada del pa s, las amenazas eran de todo tipo, fuií  
golpeada por un grupo de uniformados quienes me pegaron combos, patadas, culatazos,  
me apretaron las esposas hasta dejarme marcadas las mu ecas, me pegaron cachetadas,ñ  
me tiraron al suelo y se pararon en mi espalda, esto duro aproximadamente 5 horas,  
luego me dejaron tranquila  sentada en el  suelo,  de  aqu  me trasladaron al  Estadioí  
Nacional. 

Llegu  como a la 1.00 hrs. de la madrugada al Estadio Nacional, al llegar meé  
hicieron pasar por entre medio de varios uniformados, los que me pegaron entre todos,  
patadas,  combos,  y  palos,  en  todas  partes,  los  golpes  eran  donde  cayeran,  siendo  
golpeada en diversas partes del cuerpo, en esos d as pude estar con gente que ven an delí í  
Cerro Chena no teniendo ning n miramiento con nadie, el d a 16 de octubre 1973, fuiú í  
llevada al famoso  vel dromo para ser interrogada, estando horas con una frazada en“ ” ó  
la cabeza donde paso todo lo que le puede pasar a una mujer en estas condiciones, a la  
fecha nunca pude tener hijos debido a las barbaridades que me pasaron. 

En este lugar me vendaron la vista con un trapo oscuro, y me pusieron una  
capuch n en la cabeza, comenzaron interrog ndome con golpes, me pegaban combosó á  
principalmente, luego las torturas fueron intensific ndose, me desnudaron quit ndomeá á  
toda la ropa, me amarraron a una cama de alambres que hab a en lugar donde meí  
aplicaron corriente en todo el cuerpo por mucho rato, cuando paraban me insultaban y  
me manoseaban los pechos, y la vagina, me sacaron de esa cama de alambres y me  
amarraron  las  manos  en  la  espalda,  me  tocaron  completa  entre  varios  sujetos,  me  
tocaron  los  pechos,  los  gl teos,  la  vagina,  las  piernas,  y  el  tronco  completo,  meú  
manosearon completa y hac an comentarios de mi cuerpo, me met an las manos en laí í  
vagina y en el trasero yo gritaba lo m s fuerte que pod a, por esto me metieron un trapoá í  
en la boca y me la amarraron, los sujetos empezaron a hablar de c mo me iban violar,ó  
me tiraron al suelo a golpes y comenzaron a violarme, me violaron 2 sujetos distintos,  
mientras me violaban me insultaban y me golpeaban, cada vez que un sujeto terminaba  
de violarme me pegaba patadas en el est mago, comenc  a vomitar por el asco y lasó é  
patadas ahog ndome con mi vomito por el trapo que ten a en la boca, me sacaron elá í  
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trapo y me pegaron patadas tambi n por vomitar, despu s de esto, no fue suficiente paraé é  
ellos  y  me  comenzaron  a  introducir  objetos  duros  en  la  vagina  y  en  el  ano,  
rompi ndome el ano y la vagina desde adentro yo sangraba de todos lados, no s  c moé é ó  
describir el miedo, el odio, la impotencia, el dolor, el alma rota, no pod a parar de llorarí  
siempre media ahogada por lo que me pon an en la boca, pero tampoco fue suficienteí  
para ellos, ya que luego me aplicaron nuevamente corriente pero ahora directo en los  
pechos, en la vagina, en el ano, y en la cabeza, despu s de haber quedado casi como uné  
cad ver quer an seguir viol ndome otros sujetos, pero ellos mismos dijeron que si loá í á  
hac an me iban a terminar matando ah  mismo, que mejor me muriera despu s no ah ,í í é í  
me destrozaron, arruinaron mi vida, nunca pude tener hijos por las graves lesiones que  
quedaron de esto. 

Fueron varios los d as de tortura, m s de 10 d as, no recuerdo exactamente laí á í  
fecha de mi liberaci n, pero fue en la ltima semana de octubre.  ó ú ”

Los hechos descritos por do a Victoria Elo sa Y ez Taborga, aclaran que lañ í áñ  
demandante comparece como v ctima directa, as  tambi n estos hechos esclarecen queí í é  
evidentemente  la  demandante  fue  v ctima  de  detenci n  ilegal  y  arbitraria,  cruelesí ó  
torturas f sicas y psicol gicas, inhumanas y deliberadas. Fue v ctima de violaciones a susí ó í  
Derechos Humanos, de persecuci n pol tica todo por agentes del Estado, siendo da adaó í ñ  
en sus aspectos m s b sicos y trascendentes. Todo esto le genero un gran da o en suá á ñ  
vida emocional, personal y laboral, las vejaciones de las que fue v ctima han hecho queí  
do a Victoria hasta el d a de hoy, no pueda llevar una vida normal a pesar de losñ í  
esfuerzos que ha realizado por ello, toda vez que sigue siendo atormentada por lo vivido 
de manera f sica y psicol gica.í ó

Indican  que  la  demandante  fue  reconocida  como  v ctima  de  violaci n  í ó los 
Derecho Humanos por el  Estado chileno, encontr ndose en el  listado de Prisionerosá  
Pol ticos y Torturados elaborado por las Comisiones Nacionales sobre Prisi n Pol tica yí ó í  
Tortura.

Concurren ante los tribunales de justicia con la finalidad de que la demandante 
sea indemnizada, despu s de a os de soportar é ñ la injusticia, el desamparo, y en muchas 
ocasiones hasta la negaci n o minimizaci n de lo ocurrido, lo acontecido en nuestro pa s,ó ó í  
no puede volver a ocurrir nunca m s, y sus v ctimas deben ser justamente indemnizadas,á í  
poner al pueblo en guardia y obrar como centro de convergencia para todos los que“  

sienten la libertad como supremo valor es sin duda el comienzo de la acci nó ” (Hugo 
Pereira Anabalon, La protecci n de los derechos humanos por la Corte Interamericanaó  
de  Derechos  Humanos.  La  tutela  judicial  de  los  derechos  fundamentales,  Jorge 
Larroucau Torres, Ediciones DER, 2021).

Relatan que la declaraci n de estado de guerra interna defini  como enemigos aó ó  
los partidarios del gobierno de la Unidad Popular y a los miembros de los partidos 
pol ticos de la izquierda chilena.í  Las Fuerzas Armadas y de Orden tomaron r pidamenteá  
el  control del pa s. Personeros del gobierno derrocado, dirigentes pol ticos,  sociales yí í  
sindicales, profesores universitarios y otras personas de relevancia p blica asociadas alú  
gobierno depuesto fueron conminados a presentarse  ante las  nuevas autoridades. Las 
escuelas,  las  universidades,  las  oficinas,  las  f bricas,  los  asentamientos  de  la  reformaá  
agraria y los hogares de miles de familias fueron allanados para buscar armas. Miles de 
personas  fueron  arrestadas  y  recluidas  en  recintos  deportivos,  oficinas  p blicas,ú  
regimientos, barcos, recintos policiales y otros lugares que fueron habilitados para que 
funcionaran como centros de detenci n. Las caracter sticas de estas detenciones causaronó í  
un gran impacto en los afectados y en quienes presenciaron estas situaciones. El maltrato 
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verbal  a  personas  desarmadas  fue  un  hecho  generalizado.  El  despliegue 
desproporcionado  de  fuerza  produc a  una  profunda  sensaci n  de  indefensi n,  deí ó ó  
vulnerabilidad, desamparo e incertidumbre por tales actos. El desconcierto y el temor se 
amplificaban al constatar que no hab a instancia alguna para reclamar por el atropello yí  
la arbitrariedad, ni siquiera para obtener la restituci n o el resarcimiento de los enseres,ó  
maquinarias e instrumentos de trabajo destruidos (Informe, Comisi n Nacional Sobreó  
Prisi n Pol tica y Tortura, pagina 582 Capitulo VIII). ó í

El quiebre de la democracia no solamente afect  a quienes fueron detenidos yó  
torturados  por  razones  pol ticas.  Afect  tambi n  a  la  integraci n  social,  a  lasí ó é ó  
posibilidades de trabajo, de participaci n de amplios sectores. Con la proscripci n de losó ó  
partidos pol ticos de la Unidad Popular y la persecuci n a numerosas organizacionesí ó  
sindicales  y  sociales,  quienes  formaban  parte  de  ellas  perdieron  los  referentes 
institucionales,  sociales  y,  en  muchos  casos,  los  referentes  ideol gicos  que  hab anó í  
orientado el sentido de sus vidas en el marco de experiencias colectivas. Por otra parte, 
desintegradas o debilitadas sus redes de apoyo, se hizo inviable su inserci n social  yó  
laboral con las condiciones anteriores y se frustraron sus expectativas de futuro. Esto 
marc ,  para  la  mayor a  de  quienes  fueron  detenidos  en  1973,  el  colapso  de  susó í  
proyectos. (Informe, Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Tortura, pagina 582ó ó í  
Capitulo VIII).

Consciente o inconscientemente, una conspiraci n de silencio sobre la tortura seó  
fue extendiendo lentamente por el pa s. Con el pasar de los a os muchos creyeron que,í ñ  
si bien los malos tratos hab an sido comunes contra los prisioneros del r gimen militar, laí é  
tortura propiamente tal no hab a sido tan masiva. Sin embargo, quienes hab an sidoí í  
torturados -las  m s de las  veces,  tambi n en el  silencio-  guardaban la memoria,  lasá é  
marcas  y  las  consecuencias  de  "tratos  crueles,  inhumanos  y  degradantes",  seg n  laú  
Declaraci n Universal de Derechos Humanos, que literalmente les hab an cambiado oó í  
mutilado la vida. (Informe, Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Tortura, paginaó ó í  
9, cap tulo I).í

Al momento del golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973 reg a en Chile laí  
Constituci n de 1925. Esta Carta Fundamental consagraba la divisi n de poderes, cuyaó ó  
finalidad era evitar los abusos en el ejercicio de sus funciones, mediante la fiscalizaci nó  
rec proca de sus actuaciones y la com n sujeci n al ordenamiento jur dico vigente. Alí ú ó í  
producirse el derrocamiento del gobierno elegido en 1970, la Junta Militar procedi  aó  
fijar sus propias atribuciones y a subordinar el ejercicio de otros poderes del Estado a las 
necesidades del momento. La Junta Militar declar  que asum a el "Mando Supremo deó í  
la Naci n", entendiendo por tal la concentraci n de los poderes Ejecutivo, Legislativo yó ó  
Constituyente,  comprometi ndose  en  principio  a  garantizar  la  "plena  eficacia  de  lasé  
atribuciones del Poder Judicial", as  como a respetar la "Constituci n y las leyes de laí ó  
rep blica, en la medida que la actual situaci n del pa s lo permita". La Junta Militar seú ó í  
declaraba  investida  de  la  misi n  de  reparar  los  males  atribuidos  a  la  acci n  deló ó  
marxismo, sindicada como contraria a los intereses nacionales, defin a la situaci n delí ó  
momento como constitutiva de un estado de guerra interna librada contra sus agentes 
(Informe, Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Tortura, pagina 169 y170, cap tuloó ó í í  
III).

A continuaci n del golpe militar, mediante distintos decretos leyes, se disolvieronó  
el Congreso Nacional y el Tribunal Constitucional; se proscribi  a los partidos pol ticosó í  
que conformaban la Unidad Popular, a la vez que se decretaba el receso de todas las 
colectividades restante, (si bien en 1977, producto de la creciente oposici n del Partidoó  
Dem crata Cristiano al r gimen militar, tambi n ser an prohibidas); y se destruyeron losó é é í  

Código: SXRGXPQYREV

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-7399-2023
 

Foja: 1
registros electorales. En consonancia con las anteriores medidas orientadas a desarticular 
las instituciones y los procedimientos requeridos por una democracia representativa, se 
ces  en su  cargo  a  las  autoridades  municipales  vigentes,  a  fin  de  designar  alcaldesó  
llamados a secundar el trabajo de la Junta; y se decret  la calidad interina de todos losó  
funcionarios  de  la  Administraci n  P blica,  a  excepci n  de  los  miembros  del  Poderó ú ó  
Judicial y de la Contralor a. Se cont , en consecuencia, con la capacidad para purgar aí ó  
voluntad  los  servicios  estatales.  En  ausencia  de  elecciones  y  de  plazos  fijos  para  el 
ejercicio de funciones p blicas de antigua representaci n popular, la ciudadan a perdi  laú ó í ó  
facultad de elecci n de sus dirigentes mediante el sufragio. La Junta Militar tambi nó é  
someti  a  control  las  actividades  de  las  organizaciones  sindicales  e  intervino  lasó  
universidades p blicas y privadas, nombrando a altos oficiales de las tres ramas de lasú  
Fuerzas Armadas, en servicio activo o en retiro, como rectores-delegados dotados con 
amplias  atribuciones  para  expulsar  de  sus  planteles  a  profesores  y  estudiantes  con 
simpat as  de  izquierda,  a  la  vez  que  se  somet an  a  escrutinio  los  contenidos  de  laí í  
docencia y la programaci n de los canales universitarios de televisi n. Se instaur  unaó ó ó  
rigurosa censura a la prensa escrita, la radio y la televisi n, que puso fin a cualquieró  
medio de comunicaci n masiva capaz de cuestionar o fiscalizar las acciones del r gimenó é  
militar, con lo cual se implantaron condiciones proclives a los abusos de poder, sea en la 
forma de la prisi n pol tica o la tortura. Simult neamente, el toque de queda, vigenteó í á  
durante  a os,  sustrajo  del  escrutinio  p blico  las  acciones  de  los  agentes  del  Estadoñ ú  
ocupados de la represi n, autorizados para circular libremente en las horas prohibidas.ó  
El exilio por motivos de orden pol tico entr  en acci n inmediatamente, afectando aí ó ó  
miles de personas, muchas de las cuales, antes de hacer abandono del pa s, sufrieroní  
prisi n pol tica y tortura. (Informe, Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Tortura,ó í ó ó í  
pagina 170 y171, cap tulo III).í

Todo esto permite concluir que la prisi n pol tica y la tortura constituyeron unaó í  
pol tica de Estado del r gimen militar, definida e impulsada por las autoridades pol ticasí é í  
de la poca, el que para su dise o y ejecuci n moviliz  personal y recursos de diversosé ñ ó ó  
organismos p blicos, y dict  decretos leyes y luego leyes que ampararon tales conductasú ó  
represivas  (Informe  Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Tortura, pagina 192,… • ó ó í  
cap tulo III).í

Indican que la vida de do a Victoria Elo sa Y ez Taborga, fue violentamenteñ í áñ  
interrumpida, de tal forma que cambio para siempre, interrupci n que se caracteriza poró  
hechos tremendamente inhumanos, abusivos y violentos, que lo transformaron en una 
v ctima, en un sobreviviente de los agentes del Estado al servicio de la dictadura c vicoí í  
militar chilena. Pero lo m s grave es que dicho cambio evidentemente no fue voluntario,á  
ya que se debe a la interrupci n que hace el Estado de Chile en su vida a trav s de losó é  
agentes que financio para tal efecto. En este caso estamos tratando con cr menes de lesaí  
humanidad. Queda de manifiesto que el  actuar de los agentes  del  Estado de Chile, 
transgredi  los l mites, irrespetando los derechos esenciales que emanan de la naturalezaó í  
humana.

Un  Estado  que  se  diga  Democr tico,  debe,  por  ser  tal,  indemnizar  a  todoá  
ciudadano que haya sido sometido a los vej menes f sicos y morales que, con ocasi n deá í ó  
detenciones  ilegales,  torturas,  prisi n  pol tica,  persecuci n,  y  ejecuciones  hayanó í ó  
provocado sus agentes, ya que denegar la reparaci n del da o moral que subsistir  en lasó ñ á  
v ctimas y sus familiares, es obligarlos a seguir soportando el injusto permanentemente.í

II.Fundamentos de derecho.  

Responsabilidad del Estado.
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Se alan  que  la  responsabilidad  del  Estado  en  nuestro  pa s,  emana  de  losñ í  

perjuicios  que  provocan  y  causan  los  rganos  de  la  administraci n,  lo  que  estó ó á 
reconocido  en  la  Constituci n  Pol tica  del  Estado  de  1980,  y  en  la  ley  de  Basesó í  
Generales de la Administraci n del Estado.ó

El  reconocimiento  y  la  aplicaci n  efectiva  de  un  principio  general  deó  
responsabilidad patrimonial del Estado constituyen una de las piezas maestras dentro del 
sistema de relaciones jur dicas existentes entre la Administraci n y los ciudadanos. As ,í ó í  
hoy se admite sin disputa que para sujetar al poder p blico al imperio de la ley noú  
bastan los controles judiciales de legalidad de los actos administrativos, ni tampoco los 
controles  extrajudiciales  de  naturaleza  pol tica  o  social.  Es  preciso,  adem s,  que  laí á  
Administraci n  indemnice  o  repare  los  da os  que  sus  actividades  causen  a  losó ñ  
particulares.  (Responsabilidad  extracontractual  de  la  Administraci n  del  Estado.  Luisó  
Cordero Vega. Cuadernos Jur dicos de La Academia Judicial, p g. 4, ediciones Der).í á

Existe una cuesti n elemental y es que la Administraci n P blica, bajo cualquieró ó ú  
forma  de  personificaci n  no  es  un  sujeto  jur dico  cualquiera.  Es  una  instituci nó í ó  
reconocida  en  la  Constituci n,  compuesta  por  privilegios  y  limitaciones  Lasó …  
Limitaciones se le imponen para garantizar que no se desvi  de ese fin y que para queé  
cuando actu  respete  los derechos y libertades de los ciudadanos  (Responsabilidadé …  
extracontractual  de  la  Administraci n  del  Estado.  Luis  Cordero  Vega.  Cuadernosó  
Jur dicos de La Academia Judicial, p g. 4, ediciones Der).í á

Puede afirmarse que quien pretende una reparaci n por los perjuicios que le haó  
causado otra persona, necesita fundamentar su pretensi n en una raz n suficiente que loó ó  
legitime para ello. (Responsabilidad extracontractual de la Administraci n del Estado.ó  
Luis Cordero Vega.  Cuadernos Jur dicos de La Academia Judicial,  p g. 5, edicionesí á  
Der).

Cuando ocurre una desgracia, una calamidad o un accidente del que se siguen 
da os para las personas o para las cosas, hay que decidir si el que experimenta el da oñ ñ  
no tiene otra posibilidad qu  la resignaci n (lo sufre el) o si puede esperar algo de losé ó  
dem s y, mejor, si tiene derecho a ello. Si la respuesta a la interrogante abierta fuera laá  
ltima, tendr amos que movernos todav a entre las dos alternativas: o se acude a unú í í  

sistema  de  auxilios  o  de  ayudas,  lo  que  a  su  vez  oscila  entre  la  beneficencia  y  la 
seguridad social; o se establece un derecho subjetivo del perjudicado a reclamar de otro 
el precio en que se valore el da o. Solo en este ltimo caso puede hablarse, en rigor, deñ ú  
indemnizaci n, de derecho a la indemnizaci n, y por consiguiente de responsabilidad.ó ó  
(Responsabilidad extracontractual de la Administraci n del Estado. Luis Cordero Vega.ó  
Cuadernos Jur dicos de La Academia Judicial, p g. 5, ediciones Der).í á

Existe un relativo consenso entre los civilistas en que la funci n primordial de laó  
responsabilidad patrimonial es y debe ser, en los distintos ordenamientos, la reparatoria o 
compensatoria: la responsabilidad es en este sentido la reparaci n de da os producidos aó ñ  
las v ctimas, siendo esta la funci n b sica a de la responsabilidad. La reparaci n de losí ó á ó  
da os  pareciera  ser  la  raz n  de  esta  instituci n,  de  modo  que  un  sistema  deñ ó ó  
responsabilidad  que  no  repara  los  da os  a  las  v ctimas,  seguramente  no  esñ í  
responsabilidad, cuesti n que queda lo suficientemente di fana desde el momento que seó á  
exige  siempre  la  comisi n  de  un  da o,  y  que  ese  da o,  por  regla  general,  seaó ñ ñ  
compensado,  en  todo  en  parte,  en  dinero.  La  funci n  compensatoria  supone  laó  
intervenci n del derecho una vez que se ha producido el hecho que produce el da o,ó ñ  
por  lo  cual  renuncia  a  cualquier  consideraci n  de  intervenci n  previa  que  pudieraó ó  
minimizar  la  ocurrencia  de  actos  da osos.  (Responsabilidad  extracontractual  de  lañ  
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Administraci n del Estado. Luis Cordero Vega. Cuadernos Jur dicos de La Academiaó í  
Judicial, p g. 6, ediciones Der).á

No existe duda de que la funci n primordial de la responsabilidad patrimonial deó  
la Administraci n, en tanto responsabilidad civil, en general es y debe serla reparaci nó ó  
de  da os,  de  los  da os,  de  los  da os  que  pueda  producir  la  actuaci n  u  omisi nñ ñ ñ ó ó  
administrativa. As  lo entiende pac ficamente la doctrina, en cuanto lo que persigue laí í  
responsabilidad  es  la  integridad  patrimonial  de  los  particulares,  construyendo  una 
verdadera  garant a.  No  es  posible  concebir  una  responsabilidad  extracontractual  delí  
Estado  que  no  tenga  como  objetivo  prioritario  la  compensaci n  de  da os,  laó ñ  
indemnizaci n de las v ctimas. (Responsabilidad extracontractual de la Administraci nó í ó  
del Estado. Luis Cordero Vega. Cuadernos Jur dicos de La Academia Judicial, p g. 6,7,í á  
ediciones Der).

Para  que  surja  el  deber  de  indemnizar  es  preciso  que  se  produzca  una 
insuficiencia de la prestaci n efectivamente realizada frente al nivel ideal de la mismaó  
que resulta  exigible,  en  funci n  del  an lisis  circunstancial  del  caso.  (Responsabilidadó á  
extracontractual  de  la  Administraci n  del  Estado.  Luis  Cordero  Vega.  Cuadernosó  
Jur dicos de La Academia Judicial, p g. 11, ediciones Der).í á

La responsabilidad extracontractual  del  Estado,  se  traduce en la b squeda deú  
soluciones tendientes a otorgar a los ciudadanos una adecuada protecci n legal, frente aó  
los  da os  sufridos  en  su  persona  o  propiedad,  derivados  de  la  actividad  jur dica  yñ í  
material  de  la  administraci n  y  del  Estado  en  general.  (Szczaranski  Cerda,  Clara,ó  
Responsabilidad Extracontractual del Estado , en Responsabilidad Extracontractual del“ ”  

Estado, Editorial Metropolitana, p. 141, 2009).

Indican que nuestra carta fundamental  sostiene en su Art culo 6 lo siguiente:í  
Los rganos del Estado deben someter su acci n a la Constituci n y a las normas“ ó ó ó  

dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la Rep blica.ú

Los preceptos de esta Constituci n obligan tanto a los titulares integrantes deó  
dichos rganos, como a toda persona, instituci n o grupo.ó ó

La  infracci n  de  esta  norma  generar  las  responsabilidades  y  sanciones  queó á  
determine la ley.”

El  art culo  7  de  la  Constituci n  Pol tica  chilena  prescribe:  í ó í “Los  rganos  deló  
Estado act an v lidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de suú á  
competencia y en la forma que prescriba la ley.

Ninguna magistratura, ninguna persona, ni grupo de personas pueden atribuirse,  
ni a n a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos de los queú  
expresamente se les haya conferido en virtud de la Constituci n o las Leyes.ó

Todo  acto  en  contravenci n  a  este  art culo  es  nulo  y  originar  lasó í á  
responsabilidades y sanciones que la ley se ale.ñ ”

El  inciso  segundo  del  art culo  38  de  la  Constituci n  Pol tica,  establece  que:í ó í  
Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administraci n del Estado,“ ó  

de sus organismos o de las Municipalidades,  podr  reclamar ante los tribunales queá  
determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario  
que  hubiere  causado  el  da o.ñ ” Esta  norma,  consagra  una  especie  de  acci nó  
constitucional  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  organismos  del  Estado, 
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cuando en el desempe o de su actividad provoquen un da o a una persona natural oñ ñ  
jur dica. í

La ley org nica constitucional que se ha dictado a ra z de lo se alado en elá í ñ  
Articulo 38 corresponde a la ley N 18.575 sobre Bases Generales de la Administraci nº ó  
del Estado. En cuanto a los principios que debe observar el Estado, se establece en el 
art culo 3  inciso segundo de la ley 18.575 lo siguiente:  í º la Administraci n del Estado“ ó  
debe  observar  los  principios  de  responsabilidad,  eficiencia,  eficacia,  coordinaci n,ó  
impulsi n de oficio del procedimiento , control.ó … ” Sobre la responsabilidad del Estado, 
la  ley  N 18.575  en  su  art culo  4  establece  imperativamente  que:  º í “El  Estado  será  
responsable por los da os que causen los rganos de la Administraci n en el ejercicio deñ ó ó  
sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario  
que los hubiere ocasionado”. El art culo 42 de la ley org nica citada, precept a:  í á ú Los“  
rganos  de  la  Administraci n  ser n  responsables  del  da o  que  causen  por  falta  deó ó á ñ  

servicio. No obstante, el Estado tendr  derecho a repetir en contra del funcionario queá  
hubiera incurrido en la falta personal”.

Arguyen que esta norma establece en nuestro pa s una responsabilidad directa delí  
Estado, por el da o que causen los rganos de la Administraci n en el ejercicio de susñ ó ó  
funciones,  o  con  ocasi n  de  sus  funciones,  y  sea  que  el  da o  se  produzca  en  unó ñ  
funcionamiento  normal  o  anormal,  regular  o  no,  jur dico  o,  de  hecho,  de  laí  
administraci n, pues el legislador no distingue. As  se ha venido sosteniendo desde el a oó í ñ  
1986 como en el caso V squez con Fisco . (Corte de apelaciones Pedro Aguirre Cerda,“ á ”  
San Miguel, 16 de enero de 1986, Rol N 2.577, Min. Visita se or Germ n Hermosilla,° ñ á  
cit. en Gaceta Jur dica N 67, p gs. 60 a 65).í ° á

Consecuente con esto, responsabilidad directa del Estado o Teor a del rgano,í Ó  
existe la norma del Art culo 67 de la Ley Org nica de la Contralor a General de laí á í  
Rep blica, que confirma a nivel normativo dicha responsabilidad.ú

Responsabilidad del Estado es de derecho p blicoú .

Se alan que el fundamento b sico de la responsabilidad legal o extracontractualñ á  
del  Estado  est  contenido  en  diversas  disposiciones  de  rango  supraconstitucional,á  
constitucional y legal, todas ellas normas del mbito del derecho p blico. á ú

La Excelent sima Corte Suprema estableci  lo siguiente:  í ó la responsabilidad del“  
Estado  por  actos  de  la  administraci n,  ( ),  emana de  la  naturaleza  misma  de  esaó …  
actividad estatal, en cuanto organizaci n jur dica y pol tica de la comunidad y de lasó í í  
variadas acciones que debe desarrollar en el mbito de las funciones que les correspondeá  
llevar a cabo para el cumplimiento de los fines y deberes reconocidos en el art culo 1 deí  
la Constituci n Pol tica, para lo cual debe hacer uso de todas las potestades y mediosó í  
jur dicos y materiales que ella le otorga, lo que hace que las distintas responsabilidadesí  
que pueden causar esas acciones,  se someten a normas y principios de la rama del  
derecho p blico.ú ” (Excelent sima Corte Suprema, 26 de enero de 2005, en causa Bustosí “  
Riquelme con Fisco de Chile , Rol N 3.354-03, considerando N 11). ” ° °

Citan adem s el caso Ortega con Fisco, en el cual el supremo tribunal sentencia:á  
adem s  debe tenerse  en consideraci n  que  el  sistema de  responsabilidad del  Estadoá ó  
deriva de los art culos 6 inciso tercero de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y 3í ó í ú ° 
de la ley N 18.575, Org nica Constitucional de Bases Generales de la Administraci n° á ó  
del Estado , contin a el fallo se alando: en efecto, el art culo 6  del referido Estatuto” ú ñ í °  
Pol tico forma parte de las bases de la institucionalidad, por lo que es marco y cimientoí  
del ejercicio de la jurisdicci n, y contiene el imperativo categ rico que se le impone aló ó  
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tribunal nacional a descartar la aplicaci n de las normas que no se conforman o seanó  
contrarias a la constituci n (Excelent sima Corte Suprema, 13 de diciembre de 2005, enó í  
causa Ortega y Fisco de Chile , Rol N 23080-2008, considerando N 13).“ ” ° °

La doctrina y la responsabilidad del Estado.

Hacen presente lo que sostiene abundante doctrina chilena de Derecho P blico,ú  
acerca de la responsabilidad del Estado, que consagra nuestro ordenamiento jur dico,í  
citando a diversos autores. 

Destacan  a  don  Osvaldo  Oelckers,  quien  al  respecto  sostiene:  desde  la“  
perspectiva  se alada  podemos  afirmar  que  la  responsabilidad  de  la  Administraci nñ ó  
p blica  por  la  lesi n  a  los  derechos  de  los  administrados  en  raz n  de  actosú ó ó  
administrativos, es a nuestro entender una hip tesis que el art culo 38 inciso segundo deó í  
la Constituci n Pol tica, considera plenamente efectiva, al se alar en su texto s lo eló í ñ ó  
resultado de una actuaci n, la lesi n de derechos, sin distinguir si ella proviene de actos,ó ó  
hechos y omisiones, con lo cual se entiende la vigencia constitucional de este tipo de  
responsabilidad.

As  pues, la responsabilidad de la Administraci n P blica surge en raz n de losí ó ú ó  
da os que ella causa en las actividades que desarrolla y que recaen en los administrados,ñ  
da os que no tienen por qu  ser soportados por el patrimonio de stos.ñ é é

O sea, es posible que la responsabilidad surja por actuaciones l citas, como porí  
actuaciones il citas de la Administraci n P blica y ello se debe a que la Constituci n ení ó ú ó  
su art culo 38 inciso segundo, no ha considerado a los elementos de ilicitud y culpa paraí  
constituir la instituci n de la responsabilidad p blica y se apoya en su nuevo criterio, queó ú  
es el de la lesi n.ó

La lesi n, la entendemos como un perjuicio antijur dico en s  mismo, perjuicioó í í  
que el administrador, titular de un patrimonio no tiene por qu  soportar, aunque laé  
organizaci n  o  el  agente  que  lo  ocasione  obre  con  toda  licitud.  La  caracter sticaó í  
antijuridicidad se  traslada de  la  acci n  u omisi n  del  rgano o de la  conducta deló ó ó  
agente, al patrimonio del administrador, sujeto-persona que ha sido da ado.ñ

En  raz n  de  lo  anterior,  a  nuestro  entender  la  responsabilidad  de  laó  
Administraci n P blica establecida en el art culo 38 inciso segundo de la Constituci nó ú í ó  
Pol tica de la Rep blica, deriva de toda lesi n producida a los particulares, entendidaí ú ó  
como perjuicio antijur dico,  que stos  no tienen el  deber de soportar  por no existirí é  
causas  de  justificaci n  del  da o,  sea  que  ellas  provengan  de  hechos  o  actosó ñ  
administrativos l citos o il citosí í ”. (OELCKERS, Osvaldo Fundamentos indemnizatorios“  
en raz n de acto administrativo licito que cause da o al patrimonio del administrado ,ó ñ ”  
Revista de Derecho P blico N 37-38, enero-diciembre, 1985, p. 367 y 368).ú °

Algunas de las caracter sticas de la responsabilidad del Estadoí .

Indican que Eduardo Soto Kloss se ala que: ñ La responsabilidad del Estado, es“  
el  efecto jur dico que la Constituci n da a los actos,  hechos, conductas y omisionesí ó  
contrarios  a  Derecho  producidos  por  un  rgano  del  Estado  en  el  ejercicio  de  susó  
funciones, cualesquiera sean stas, y que ocasionen da o a una v ctima, que no esté ñ í á  
jur dicamente obligada a soportar, presenta unas caracter sticas muy espec ficas.í í í ”

1.  La responsabilidad del Estado,  es  una responsabilidad constitucional;  no se 
trata de la responsabilidad civil, como la que se origina entre sujetos privados. Se trata 
de una responsabilidad constitucional, en que corolario de la supremac a constitucional,í  
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(art culo 6  inciso tercero y 7  inciso tercero), no tiende al castigo de un culpable, sino aí ° °  
que el  ejercicio de la  funci n estatal,  respete  la Constituci n en su integridad y enó ó  
plenitud y, por tanto, se resarza, compense o restituya al tercero/v ctima de un da oí ñ  
cometido por el Estado en su actividad.

2. La responsabilidad del Estado, esta constitucionalmente prevista y consagrada 
de modo gen rico para todos los rganos del Estado (art culos 6  y 7 )  y de modoé ó í ° °  
espec fico tambi n para todos sus rganos administrativos.í é ó

Hecho il cito de autos como crimen de lesa humanidad.í

Arguyen  que  el  concepto  es  definido  en  el  primer  proyecto  de  C digo  deó  
Cr menes  contra  la  Paz  y  la  Seguridad  de  la  Humanidad,  se alando:  í ñ los  actos“  
inhumanos, tales como el asesinato, el exterminio, la esclavitud, la deportaci n o lasó  
persecuciones contra cualquier poblaci n civil por motivos sociales, pol ticos,  raciales,ó í  
religiosos o culturales, perpetrados por las autoridades de un Estado o por particulares  
que act en por instigaci n de dichas autoridades o con su tolerancia  ú ó ” (Fernando Arrau 
C, Los Cr menes de Lesa Humanidad: el jus cogens y las obligaciones erga omnes, la“ í  
jurisdicci n universal y la imprescriptibilidad , Biblioteca Congreso Nacional de Chile,ó ”  
p.1).

Fue la Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratados, de mayo de 1969, laó  
que  alberg  definitivamente  en  el  derecho  internacional  el  concepto  de  un derechoó  
imperativo o derecho obligatorio,  denominado jus  cogens .“ ”  El art culo 53 de dichoí  
Convenio dispone que: Es nulo todo tratado que, en el momento de celebraci n, est“ ó é  
en  oposici n  con  una  normativa  imperativa  de  derecho  internacional  general;  paraó  
efectos  de  la  presente  convenci n,  una  norma  imperativa  de  derecho  internacionaló  
general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados,  
en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que solo puede ser  
modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo  
car cterá ”.

Se alan que el v nculo entre este derecho imperativo o derecho obligatorio conñ í  
los  cr menes  de  lesa  humanidad  fue  constatado  simult neamente  a  trav s  de  laí á é  
jurisprudencia internacional. La Corte Internacional de Justicia, en febrero de 1970, con 
ocasi n del caso Barcelona Traction light & Power Co., reconoci  la existencia para losó ó  
Estados de obligaciones erga omnes en relaci n con derechos fundamentales. En el casoó  
Almonacid Arellano y otros vs. Chile, la Corte se al  que: ñ ó [ ] hay amplia evidencia“ …  
para concluir que, en 1973, [ ], la comisi n de cr menes de lesa humanidad, incluido el… ó í  
asesinato ejecutado en un contexto de ataque generalizado o sistem tico contra sectoresá  
de la poblaci n civil, era violatoria de una norma imperativa del derecho internacional.ó  
Dicha prohibici n de cometer cr menes de lesa humanidad es una norma de ius cogens,ó í  
y la penalizaci n de estos cr menes es obligatoria conforme al  derecho internacionaló í  
general.” (Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones  y  Costas.  Sentencia  de  26 de  septiembre  de  2006.  Serie  C No.  154, 
p rr.99).á

En  el  mbito  nacional,  existe  regulaci n  vigente  para  entender  cuando  nosá ó  
encontramos frente a un delito de lesa humanidad. En efecto el Estatuto de Roma de la 
Corte  Penal  Internacional,  aprobado por  el  Congreso  Nacional,  seg n  consta  en  elú  
Oficio N 558/SEC/09, de fecha 25 de junio de 2009, del honorable Senado, y cuyo°  
Instrumento de Ratificaci n se deposit  con fecha 29 de junio de 2009 ante el Secretarioó ó  
General de la Organizaci n de las naciones Unidas, entrando en vigencia en Chile el d aó í  
01 de septiembre del a o 2009, se ala en su art culo 7  los cr menes de lesa humanidad.ñ ñ í ° í
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La ley 20.357, en su T tulo I Cr menes de Lesa Humanidad y Genocidio ,í “ í ”  

establece  en su  art culo  1  que:  í Constituyen cr menes  de lesa  humanidad los  actos“ í  
se alados  en  el  presente  p rrafo,  cuando  en  su  comisi n  concurran  las  siguientesñ á ó  
circunstancias:  1.  Que  el  acto  sea  cometido  como  de  un  ataque  generalizado  o  
sistem tico contra una poblaci n civil. 2. Que el ataque a que se refiere el numerandoá ó  
precedente responda a una pol tica del Estado o de sus agentes; de grupos armadosí  
organizados  que,  bajo  la  direcci n  de  un  mando  responsable,  ejerzan  sobre  alg nó ú  
territorio  un  control  tal  que  les  permita  realizar  operaciones  militares,  o  de  grupos  
organizados que detenten un poder de hecho tal que favorezca la impunidad de sus  
actos”. 

En suma, concluyen, con claridad nos encontramos en el caso de marras frente a 
un il cito que constituye un delito de lesa humanidad, por lo cual el Estado de Chile noí  
puede  eludir  su  responsabilidad  civil  por  los  padecimientos  y  dolores  irrogados, 
evadiendo la normativa humanitaria internacional de naturaleza jus cogens.

Imprescriptibilidad de la acci n reparatoria deducidaó .

Seg n  los  hechos  que  acontecieron  y  que  son  descritos  por  la  v ctima,  laú í  
legislaci n, doctrina y jurisprudencia expuestas en esta presentaci n, intentar aplicar eló ó  
derecho com n a este tipo de casos resultar a un incumplimiento grave por parte delú í  
Estado de Chile a los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, y a su condici nó  
de  Estado  perteneciente  a  la  comunidad  internacional,  as  como  a  los  principiosí  
generales  del  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos,  amparados  por  los 
tratados internacionales ratificados por Chile sobre la materia que obligan a la Naci n aó  
reconocer y proteger este derecho a la reparaci n integra, con arreglo a lo ordenado enó  
los art culos 5 , inciso segundo, y 6  de la Carta Pol tica. Los art culos 1.1 y 63.1 de laí ° ° í í  
Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos  estatuyen  que  la  responsabilidad  deló  
Estado por esta clase de il citos queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, las queí  
no pueden ser incumplidas a pretexto de hacer primar otros aspectos de derecho interno, 
pues  si  se  comete  un hecho punible  imputable  a  un Estado  surge  de  inmediato  la 
responsabilidad internacional de este por la inobservancia de un canon internacional, con 
el subsecuente deber de reparaci n y de hacer cesar los colofones del agravio. ó

Lo anterior ha quedado demostrado en diversos fallos judiciales, por ejemplo en 
la causa rol N° C-803-2008, caratulada Eli cer Segundo Valencia Oyarzo y otros con“ é  
Fisco de Chile , se acoge por sentencia definitiva pronunciada por el 18  Juzgado Civil” °  
Santiago  con  fecha  7  de  enero  2013,  una  acci n  de  indemnizaci n  de  perjuiciosó ó  
deducida en favor de personas v ctimas de tortura y presos pol ticos. En la misma l neaí í í  
se encuentra la sentencia de la Excelent sima Corte Suprema, de fecha 16 de enero deí  
2016, Rol ingreso N 10.775-2015. °

Concluyen  que,  seg n  los  ac pites  expuestos  en  el  cuerpo  del  libelo,  que  laú á  
normativa  aplicable  a  la  especie,  tales  como  Declaraci n  Universal  de  Derechosó  
Humanos, Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratados, Estatuto de Roma de laó  
Corte Penal Internacional, Convenci n Americana de Derechos Humanos, Convenci nó ó  
de Ginebra de 1949, Convenci n sobre Imprescriptibilidad de los cr menes de guerra yó í  
de lesa humanidad, Reglamento de la Haya de 1907, Pacto Internacional de Derechos 
Civiles  y Pol ticos,  Resoluci n 2005/35 de 19 de abril  de  2005 de la  Comisi n  deí ó ó  
Derechos  Humanos,  Convenci n  sobre  la  Tortura  y  otros  tratos  o  penas  cruelesó  
inhumanos y degradantes, Resoluci n N 60/147 de fecha 21 de marzo de 2006 de laó º  
Asamblea General  de  las  Naciones  Unidas,  Principios  y  Directrices  b sicos  sobre  elá  
derecho  de  las  v ctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  deí  
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derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional  humanitario  a 
interponer  recursos  y  obtener  reparaciones,  Pacto  de  San  Jos  de  Costa  Rica,é  
Constituci n Pol tica de la Republica y ley 20.357, entre otras, es de derecho p blico,ó í ú  
constituyendo  normativa  internacional  humanitaria  de  car cter  jus  cogen.  Ená  
consecuencia, el Estado de Chile no puede pretender eludir su responsabilidad en el 
presente caso, dado que, atendido principalmente el art culo 5 de la Constituci n Pol ticaí ó í  
de la Rep blica, un l mite a la soberan a y por tanto al derecho interno lo constituyeú í í  
justamente los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, torn ndoseá  
inadecuada la aplicaci n del C digo Civil chileno en cuanto a acoger las disposicionesó ó  
que hacen viable la aplicaci n de prescripci n y, c digo que por cierto entro en vigenciaó ó ó  
en  1857,  por  lo  que  sin  duda  es  insuficiente  para  resolver  casos  de  violencia 
internacionales, y vulneraciones masivas y sistem ticas a derechos esenciales de un sectorá  
de habitantes del Estado.

Ante la conducta insistente por parte del Consejo de Defensa del Estado de Chile, 
de promover ante los tribunales de justicia el instituto jur dico de la prescripci n, y elí ó  
haber sido acogido tal razonamiento por parte de los tribunales de justicia, aplicando la 
prescripci n, v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos, se vieron en la necesidadó í  
de  concurrir  ante  la  Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos,  toda  vez  que 
nuevamente el Estado de Chile, pero por intermedio de algunos de sus Tribunales de 
justicia, volv an a vulnerar sus Derechos, es as  que el 17 de Mayo de 2017, la Comisi ní í ó  
Interamericana de Derechos Humanos someti  el caso Mar a Laura rdenes Guerra yó í Ó  
otros respecto de la Rep blica de Chile, a la jurisdicci n de la Corte Interamericana deú ó  
Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en los art culos 51 y 61 de laí  
Convenci n Americana y el art culo 35 del Reglamento de la Corte, en la cual la Corteó í  
Interamericana  de  Derechos  Humanos,  en  sus  puntos  resolutivos  de  fecha  29  de 
Noviembre del a o 2018, producto de la aplicaci n de prescripci n por parte de algunosñ ó ó  
tribunales de justicia, en causas relacionadas con violaciones a los Derechos Humanos, 
decide por unanimidad que: “El Estado es responsable por la violaci n del derecho deó  
acceso a la justicia, en los t rminos de los derechos a las garant as judiciales y a laé í  
protecci n judicial, reconocidos en los art culos 8.1 y 25.1 de la Convenci n Americana,ó í ó  
en relaci n con los art culos 1.1 y 2 de la misma.ó í ”

Es  decir,  que  el  Estado  de  Chile,  producto  de  algunos  de  sus  tribunales  de 
justicia, al acoger la excepci n de prescripci n promovida por el Consejo de Defensa deló ó  
Estado de Chile, resulto ser culpable de il citos de car cter internacional, as  tambi n laí á í é  
Comisi n Interamericana de Derechos Humanos, realiza las respectivas recomendacionesó  
al Estado de Chile, a las cuales el Estado chileno dio respuestas, todas en favor de no 
acoger la prescripci n y asegurar la no repetici n en el sentido de volver a acoger laó ó  
prescripci n en este tipo de causas. ó

Da o moral proveniente de vulneraci n a los derechos fundamentales.ñ ó

Se alan que la mayor a de nuestra jurisprudencia considera que el da o moralñ í ñ  
consiste, equivale y tiene fundamento, en el sufrimiento, dolor o molestia que el hecho 
il cito ocasiona en la sensibilidad f sica o en los sentimiento o afectos de una persona. Seí í  
toma el t rmino dolor en un sentido amplio, comprensivo del miedo, la emoci n, laé ó  
verg enza, la pena f sica o moral ocasionada por el hecho da oso.ü í ñ

Respecto  de  la  prueba,  tanto  la  doctrina  como la  jurisprudencia  mayoritaria 
coinciden  en  se alar  que  el  da o  moral  no  requiere  prueba.  Seg n  la  opini nñ ñ ú ó  
dominante, basta que la v ctima acredite la lesi n de un bien personal para que seí ó  
infiera el da o, (RDJ, Tomo XLII, sec.4, p. 229). ñ
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En el mismo sentido, respecto a que el da o moral no requiere prueba, se hañ  

pronunciado  el  29  Juzgado  Civil  de  Santiago,  en  su  sentencia  Rol  18531-2019,°  
caratulada CORT S/FISCO CDE, citando jurisprudencia de la Corte Suprema: É “Sin 
embargo,  en  determinadas  situaciones,  por  la  naturaleza  y  caracter sticas  del  da oí ñ  
material producido, particularmente cuando se trata de da o corporal, el da o moral esñ ñ  
tan  natural  y  perceptible en  la  v ctima  que  es  del  todo  razonable  presumirlo.  Así í 
tambi n  ha  sido  resuelto  (por  ejemplo,  Corte  Suprema,  rol  735-2015).  En  estasé  
circunstancias se produce una alteraci n del peso de la prueba en cuanto, debiendo laó  
v ctima probar el da o, es el demandado quien tendr a que probar que, debido a ciertosí ñ í  
hechos o circunstancias, la v ctima no sufri  efectivamente el da o que postula  (Rolí ó ñ ”  
N 12.176-2017).  ° ”  

El Relator sobre el Derecho a la Restituci n, Indemnizaci n y Rehabilitaci n poró ó ó  
Graves Violaciones a los Derechos Humanos, Theo Van Boven, en 1993 se al :  ñ ó est“ á 
suficientemente probado que, para la mayor a de las v ctimas de violaciones flagrantesí í  
de los derechos humanos, el paso del tiempo no ha borrado las huellas, sino todo lo  
contrario, pues ha provocado un aumento del estr s postraum tico que ha requeridoé á  
todo tipo de ayuda y asistencia material, m dica, psicol gica y social durante muchoé ó  
tiempo  ” Cfr.  Comisi n  de  Derechos  Humanos  de  Naciones  Unidas  (CDH-ONU),ó  
Informe final  presentado por el  Relator  Especial  sobre el  Derecho a la Restituci n,ó  
Indemnizaci n  y  Rehabilitaci n  de  las  V ctimas  de  Violaciones  Manifiestas  de  losó ó í  
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, E/CN.4/Sub.2/1993/8, 2 de julio 
de 1993, p rr. 135.).á

Con base en lo dispuesto en el art culo 63.1 de la Convenci n Americana, laí ó  
Corte  ha  indicado  que  toda  violaci n  de  una  obligaci n  internacional  que  hayaó ó  
producido da o comporta el deber de repararlo adecuadamente, y que esa disposici nñ ó  
recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales 
del Derecho Internacional contempor neo sobre responsabilidad de un Estado. (Sobre laá  
obligaci n  de  reparar  y  sus  alcances,  ver  Caso  Vel squez Rodr guez  Vs.  Honduras.ó á í  
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de julio de 1989. Serie C No. 7, p rr. 25 a 27; yá  
Caso L pez Soto y otros Vs. Venezuela, p rr. 268).ó á

Reiteran que do a Victoria Elo sa Y ez Taborga fue v ctima de detenci n ilegalñ í áñ í ó  
y arbitraria, crueles torturas f sica y psicol gicas, apremios f sicos y psicol gicos, tratosí ó í ó  
inhumanos y degradantes, violencia sexual. Fue v ctima de violaciones a sus Derechosí  
Humanos, de persecuci n y prisi n pol tica, todo por agentes del Estado, siendo da adoó ó í ñ  
en sus aspectos m s b sicos y trascendentales. Todo esto le genero un gran da o, lasá á ñ  
vejaciones de las que fue v ctima han hecho que do a Victoria hasta el d a de hoy sigaí ñ í  
sufriendo  y  siendo  atormentado  por  lo  experimentado  a  manos  de  agentes  de  la 
dictadura militar chilena.

Finalmente, solicita tener  por entablada demanda de indemnizaci n de perjuiciosó  
por da o moral en contra del demandado, ya individualizado, acogerla a tramitaci n, yñ ó  
en definitiva aceptarla en todas sus partes declarando que el demandado debe pagar, a 
t tulo de indemnizaci n de perjuicios por el da o moral sufrido por las torturas de queí ó ñ  
fue objeto, la suma de $300.000.000, m s reajustes e intereses, o la suma que se estimeá  
ajustada a derecho y equidad y al m rito de autos, con expresa condena en costas. é

SEGUNDO: Que el Fisco de Chile al comparecer, evac a la contestaci n de laú ó  
demanda, solicitando su completo rechazo y en subsidio, solicita la rebaja sustancial del 
monto  indemnizatorio  pretendido.  Primeramente,  efect a  una  breve  s ntesis  de  laú í  
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demanda,  procediendo  a  indicar  las  excepciones,  defensas  y  alegaciones,  que  se 
detallaran a continuaci n.ó

1. Excepci n de reparaci n integral. Improcedencia de la indemnizaci n alegadaó ó ó  
por haber sido ya indemnizado el demandante.

Marco general sobre las reparaciones ya otorgadas.

Se ala  que  es  necesario  comprender  el  r gimen  jur dico  de  este  tipo  deñ é í  
reparaciones por infracciones a los Derechos Humanos para efectos de posiciones estas 
indemnizaciones dentro del panorama jur dico nacional e internacional. En efecto, dichaí  
comprensi n s lo puede efectuarse al interior -y desde- lo que ya es com n considerar, eló ó ú  
mbito de la llamada "Justicia Transicional". S lo desde esa ptica puede mirarse ená ó ó  

mejores condiciones los valores e intereses en juego en esta disputa indemnizatoria.

En efecto, el denominado dilema "justicia versus paz" es, sin lugar a duda, uno de 
los pilares sobre los cuales descansa el edificio de aquella justicia transicional (Sriram, 
Chandra Lekha, Confronting Past Human Rights Violations. New York, 2004, pp. 5). 
Argumentos en favor de amnist as generales que porten la necesaria tranquilidad a uní  
pa s, deben lidiar con la imperiosa necesidad de que una sociedad se mire a s  misma yí í  
reconozca los errores del pasado para as  pronunciar aquel imperioso "nunca m s". Eí á n 
esta perspectiva, las transiciones son, y han sido siempre, medidas de s ntesis medianteí  
las  cuales  determinadas  sociedades,  en  espec ficos  momentos  hist ricos,  definen  lasí ó  
proporciones de sacrificio de los bienes en juego al interior de aquel profundo dilema.

Por  otro  lado,  hace  presente  que  desde  la  perspectiva  de  las  v ctimas,  laí  
reparaci n  de  los  da os  sufridos  juega  un  rol  protag nico  en el  reconocimiento  deó ñ ó  
aquella medida de justicia por tantos a os buscada. Se debe recordar que el xito de losñ é  
procesos penales se concentra s lo en el castigo a los culpables no preocup ndose deló á  
bienestar de las v ctimas (Greiff, Pablo de, ed. The Handbook of Reparations. Oxford,í  
Oxford University Press, 2006, p.2).

En este sentido, las negociaciones entre el Estado y las v ctimas revelan que trasí  
toda reparaci n existe una compleja decisi n de mover recursos econ micos p blicos,ó ó ó ú  
desde  la  satisfacci n  de  un  tipo  de  necesidades  p blicas  a  la  satisfacci n  de  otrasó ú ó  
radicadas en grupos humanos m s espec ficos. Este concurso de intereses o medida deá í  
s ntesis se exhibe normalmente en la diversidad de contenidos que las Comisiones deí  
Verdad o Reconciliaci n proponen como programas de reparaci n.ó ó

Estos programas,  en efecto, incluyen beneficios educacionales,  de salud, gestos 
simb licos u otras medidas an logas diversas a la simple entrega de una cantidad deó á  
dinero. En este sentido, no es un secreto que las transiciones han estado, en todos los 
pa ses que las han llevado a cabo, basadas en complejas negociaciones. Basta para elloí  
revisar someramente las discusiones originadas en la aprobaci n de la ley N  19.123 paraó °  
darse cuenta del c mulo de sensibilidades e intereses en juego en ella. No debe extú ra arñ  
que muchas de esas negociaciones privilegien a algunos grupos en desmedro de otros 
cuyos intereses se estiman m s lejanos, se compensen algunos da os y se excluyan otros oá ñ  
se fijen legalmente, luego de un consenso p blico, montos, medios de pago o medidas deú  
da o  (Lira,  Elizabeth;  Loveman,  Brian.  Pol ticas  de  reparaci n.  Chile  1990-2004.ñ í ó  
Santiago, LOM, 2005 p. 76).

La complejidad reparatoria.

Acude nuevamente a lo expresado por Elizabeth Lira, indicando los objetivos a 
los cuales se aboc  preferentemente el gobierno del Presidente Patricio Aylwin en lo queó  
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respecta a la justicia transicional fueron "(a) el establecimiento de la verdad en lo que  
respecta  a las  violaciones a los  derechos humanos cometidas en la dictadura;  (b)  la  
provisi n de reparaciones para los afectados: y (c) el favorecimiento de las condicionesó  
sociales,  legales  y  pol ticas  que  prevean  que  aquellas  violaciones  puedan  volver  aí  
producirse” (Lira, Elizabeth, The Reparations Policy for Human Rights Violations in 
Chile, en de Greiff, Pablo ed. The Handbook of Reparations, Oxford, Oxford University 
Press, 2006, p. 56).

En lo relacionado con aquel segundo objetivo, la llamada Comisi n Verdad yó  
Reconciliaci n, o tambi n llamada Comisi n Rettig, en su Informe Final propuso unaó é ó  
serie de "propuestas de reparaci n  entre las cuales se encontraba una "pensi n nica deó ” ó ú  
reparaci n para los familiares directos de las v ctimas  y algunas prestaciones de salud.ó í ”  
Dicho informe sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de laó ó  
Rep blica  envi  al  Congreso  y  que  luego  derivar a  en la  Ley  19.123,  que  cre  laú ó í ó  
Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. El mensaje de dicho proyecto deó ó ó  
ley  fue  claro  al  expresar  que  por  l  se  buscaba,  en  t rminos  generales,  "é é reparar 
precisamente el da o moral y patrimonial que ha afectado a los familiares directos de lasñ  
v ctimasí ".

Por su parte, y en lo relativo a la forma en que se entendi  la idea de reparaci nó ó  
cabe indicar que el Ejecutivo, siguiendo el referido Informe de la comisi n, entendi  poró ó  
reparaci n: "ó un conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad  
que le cabe al Estado en los hechos y circunstancias que son materia de dicho Informe". 
A dicha reparaci n ha de ser convocada y concurrir toda la sociedad chilena, en  ó "un 
proceso  orientado  al  reconocimiento  de  los  hechos  conforme  a  la  verdad,  a  la  
dignificaci n moral de las v ctimas y a la consecuci n de una mejor calidad de vida paraó í ó  
las  familias  m s directamente  afectadas"á .  Compensaci n  de da os  morales  y  mejoraó ñ  
patrimonial, son as  dos claros objetivos de estas normas reparatorias.í

De esta forma, en la discusi n de la ley 19.123 el objetivo indemnizatorio de esteó  
grupo de normas quedar a bastante claro. En diversas oportunidades, por ejemplo, seí  
hizo referencia a la reparaci n "moral y patrimonial" buscada por el proyecto. La noci nó ó  
de reparaci n "por el dolor" de las vidas perdidas se encontrada tambi n en otras tantasó é  
ocasiones. Tambi n est  presente en la discusi n la idea de que el proyecto buscabaé á ó  
constituir una iniciativa legal "de indemnizaci n" y reparaci n. Incluso se hace eó ó xpresa 
referencia a que las sumas de dinero acordadas son para hacer frente la "responsabilidad 
extracontractual" del Estado. As  las cosas, esta idea reparatoria se plasm  de maneraí ó  
bastante  clara  cuando  dentro  de  las  funciones  de  la  Comisi n  se  indic  que  leó ó  
corresponder  especialmente  a  ella  promover  "la  reparaci n  del  da o  moral  de  lasá ó ñ  
v ctimas" a que se refiere el art culo 18.í í

Asumida  esta  idea  reparatoria,  la  ley  19.123  y,  sin  duda,  las  dem s  normasá  
conexas (como la ley 19.992, referida a las v ctimas de torturas)  han establecido losí  
distintos  mecanismos  mediante  los  cuales  se  ha  concretado  esta  compensaci n,ó  
exhibiendo aquella s ntesis que explica c mo el pa s ha afrontado este complejo procesoí ó í  
de justicia transicional. En ese orden de ideas, se puede indicar que la reparaci n a lasó  
v ctimas de violaciones a los derechos humanos se ha realizado principalmente a trav sí é  
de  tres  tipos  de  compensaciones,  a  saber:  a)  Reparaciones  mediante  transferencias 
directas  de  dinero;  b)  Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechos  sobreó  
prestaciones estatales espec ficas y; c) Reparaciones simb licas.í ó

Por medio de estos  tres tipos de reparaciones se ha concretado el  objeto del 
proceso de justicia transicional particular del pa s, el que busca la precisa reparaci ní ó  
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moral y patrimonial de las v ctimas. Un an lisis de estas compensaciones habilitar  aí á á  
verificar el mbito compensatorio que ellas han cubierto.á

Reparaci n mediante transferencias directas de dinero.ó

Diversas  han  sido  las  leyes  que  han  establecido  este  tipo  de  reparaciones, 
incluyendo tambi n -como se ha mencionado- a las personas que fueron v ctimas deé í  
apremios  ileg timos.  Al  respecto,  le  parece  necesario  destacar  que  en  la  discusi ní ó  
legislativa de estas normas se enfrentaron principalmente dos posiciones. Por un lado, 
quienes sosten an que la reparaci n que se iba a entregar deb a hacerse a trav s de unaí ó í é  
suma nica de dinero mientras aparecieron otros que abogaban por la entrega de unaú  
pensi n vitalió cia. Ello no implicaba de manera alguna que la primera opci n tendr aó í  
efectos  indemnizatorios  y  no  as  la  segunda.  Ambas  modalidades  tendr an  finesí í  
innegablemente resarcitorios.

En t rminos de costos generales para el Estado, este tipo de indemnizaciones haé  
significado,  a  diciembre  de  2019,  en  concepto  de:  a)  Pensiones:  la  suma  de 
$247.751.547.837.- como parte de las asignadas por la Ley 19.123 (Comisi n Rettig) yó  
de $648.871.782.936.- como parte de las asignadas por la Ley 19.992 (Comisi n Valech);ó  
b) Bonos: la suma de $41.910.643.367- asignada por la Ley 19.980 (Comisi n Rettig) yó  
de  $23.388.490.737.-  por  la  ya  referida  Ley  19.992;  y  c)  Desahucio  (Bono 
compensatorio): la suma de $1.464.702.888.- asignada por medio de la Ley 19.123.-; d) 
Bono Extraordinario (Ley 20.874):  la suma de $23.388.490.737-.  En consecuencia,  a 
diciembre de 2019, el Fisco hab a desembolsado la suma total de $992.084.910.400.-í

Siguiendo desde una perspectiva indemnizatoria, una pensi n mensual es tambi nó é  
una forma de reparar un perjuicio actual y, aunque ella comporte una sucesi n de pagosó  
por la vida del beneficiario, ello no obsta a que podamos valorizarla para poder saber 
cu l fue su impacto compensatorio. Pues bien, el c lculo de los efectos indemnizatoriosá á  
de una pensi n vitalicia puede realizarse simplemente sumando las cantidades pagadas aó  
la fecha, como asimismo las mensualidades que todav a quedan por pagar. Como puedeí  
apreciarse el impacto indemnizatorio de este tipo de pensiones es bastante alto. Ellas son, 
como se ha entendido en general, una buena manera de concretar las medidas que la 
justicia  transicional  exige  en  estos  casos  obteni ndose  con  ello,  compensacionesé  
razonables que est n en coherencia con las fijadas por los tribunales en casos de p rdidasá é  
culposas de familiares.

Reparaciones  espec ficas:  Ley 19.992 y  sus  modificaciones  sobre  prisioneros  yí  
torturados pol ticos.í

En lo tocante al caso concreto, se ala que todos los demandantes han recibidoñ  
beneficios pecuniarios al amparo de las leyes 19.234, 19.992 y sus modificaciones, la que 
estableci  una pensi n anual  de reparaci n y otorg  otros  beneficios  a favor de lasó ó ó ó  
personas afectadas por violaciones de derechos humanos individualizados en el anexo 
"Listado de prisioneros pol ticos y torturados" de la N mina de personas Reconocidasí ó  
como V ctimas.í

As , se estableci  una pensi n anual reajustable de $1.353.798 para beneficiariosí ó ó  
menores de 70 a os; de $1.480.284 para beneficiarios de 70 o m s a os de edad y deñ á ñ  
$1.549.422,  para  beneficiarios  mayores  de  75  a os  de  edad.  Adicionalmente,  cabeñ  
consignar que los actores recibieron en forma reciente el Aporte nico de Reparaci nÚ ó  
Ley 20.874, por $1.000.000. De esta forma, conforme se acreditar  en la etapa procesalá  
pertinente,  el  demandante  ha  recibido,  hasta  la  fecha,  los  beneficios  y  montos 
contemplados en las leyes de reparaci n mencionadas.ó
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Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechos  sobre  prestaciones  estatalesó  

espec ficasí .

Tal  como  sucede  en  la  mayor a  de  los  procesos  de  justicia  transicional,  laí  
reparaci n  no  se  realiza  s lo  mediante  transferencias  monetarias  directas  sino  queó ó  
tambi n a trav s de la concesi n de diversos derechos a prestaciones. En efecto, el Altoé é ó  
Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU ha se alado que el objetivo de unñ  
programa  de  reparaci n  es  garantizar  que  todas  las  v ctimas  reciban  un  tipo  deó í  
reparaci n, aunque no sea necesariamente de un mismo nivel o de la misma clase (Officeó  
of the United Nations High Commissioner for Human Rights, 2008. Rule of Law tools 
for post-conflicts states. Reparations programmes, New York, United Nations, p. 28).

En este sentido, se concedi  a los beneficiarios tanto de la Ley 19.234 como de laó  
Ley  19.992,  el  derecho  a  gratuidad  en  las  prestaciones  m dicas  otorgadas  por  elé  
Programa de Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS) en Servicios de Saludó ó  
del pa s. Para acceder a estos servicios la persona debe concurrir al hospital o consultorioí  
de salud correspondiente a su domicilio e inscribirse en la correspondiente oficina del 
PRAIS.

Adem s del acceso gratuito a las prestaciones de la red asistencial, PRAIS cuentaá  
con un equipo de salud especializado y multidisciplinario de atenci n exclusiva a losó  
beneficiarios del Programa. En la actualidad, cuentan con un equipo PRAIS en los 29 
Servicios  de  Salud,  compuesto  en  su  mayor a  por  profesionales  m dicos  psiquiatras,í é  
generales, de familia, psic logos y asistentes sociales, encargados de evaluar la magnitudó  
del  da o  y  dise ar  un  plan  de  intervenci n  integral,  a  fin  de  dar  respuesta  alñ ñ ó  
requerimiento de salud de los beneficiarios.

A  nivel  presupuestario,  PRAIS  cuenta  con  un  financiamiento  de  continuidad 
desde el  a o 2006. El a o 2020, el  Programa sostuvo un incremento presupuestarioñ ñ  
importante, siendo el presupuesto global de M$6.543.883.- Este presupuesto se distribuye 
por Servicio de Salud, permitiendo cubrir gastos asociados al recurso humano de los 
equipos  de  salud  PRAIS,  equipamiento  y  para  la  adquisici n  de  ayudas  t cnicas  oó é  
prestaciones que requieren beneficiarios en el extra sistema, focalizando principalmente 
en la población directamente afectada y en el art culo 10 de la Ley 19.992.- Sin perjuicioí  
de  ello,  como  usuarios  del  sistema  p blico  de  salud,  los  beneficiaros  adquieren  losú  
derechos  establecidos  para  todos  los  usuarios  FONASA;  obtienen  el  derecho  de 
organizarse  y  participar  en  los  consejos  de  participaci n  que  la  ley  de  Autoridadó  
Sanitaria crea, tanto en los establecimientos como a nivel de la red y secretar a regional,í  
y; adquieren el derecho a organizarse y cooperar con el equipo PRAIS en la difusi n deló  
programa y en la promoci n del resto de los Derechos Humanos. Se les ofrece asimismoó  
apoyo t cnico  y  rehabilitaci n  f sica  para la  superaci n  de  lesiones  f sicas  que  seané ó í ó í  
producto de la prisi n pol tica o tortura.ó í

Igualmente se incluyeron beneficios educacionales consistentes en la continuidad 
gratuita de estudios b sicos, medios o superiores. El organismo encargado de orientar aá  
las personas para el ejercicio de este derecho es la Divisi n de Educaci n Superior deló ó  
Ministerio de Educaci n. A modo de ejemplo, un hijo o nieto del beneficiario, y siempreó  
que el beneficiario original no hubiese hecho uso de l, ha podido postular a las becasé  
Bicentenario, Juan G mez Millas, Nuevo Milenio o a las establecidas para estudiantesó  
destacados  que  ingresan  a  la  carrera  de  pedagog a,  en la  forma y  condiciones  queí  
establece el reglamento de dichas becas. 

Asimismo, se concedieron beneficios en vivienda, correspondientes al  acceso a 
subsidios de vivienda
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Reparaciones simb licas.ó

Al igual que todos los dem s procesos de justicia transicional, parte importante deá  
la reparaci n por los da os morales causados a las v ctimas de DD.HH. se realiza aó ñ í  
trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdo de los hechos que dieron lugar aé  
aquellas violaciones. Este tipo de acciones pretende reparar, ya no a trav s de un pagoé  
de dinero paliativo del dolor -siempre discutible en sus virtudes compensatorias-  sino 
precisamente tratando de entregar una satisfacci n a esas v ctimas que en parte logreó í  
reparar el dolor y la tristeza y con ello reducir el da o moral.ñ

La doctrina, en este sentido, se ha inclinado por estimar que la indemnizaci n deló  
da o moral tiene precisamente un car cter satisfactivo, consistente en dar a la v ctimañ á í  
una satisfacci n, ayuda o auxilio, que le permita atenuar sus efectos, moriger ndolos oó á  
haci ndolos m s soportables. As , Fueyo, refiri ndose a la naturaleza de la reparaci n delé á í é ó  
da o  extrapatrimonial,  indica  que  debe  descartarse  que  sea  una  reparaci nñ ó  
compensatoria del modo que se entiende en el derecho patrimonial, "pues aqu  resultaí  
de partida absurdo compensar, esto es, fijar una medida igual o equivalente, siendo que  
el da o mismo a indemnizar no es susceptible de medici n exacta. En contraposici n, señ ó ó  
trata simplemente de una indemnizaci n satisfactiva, esto es, que intenta satisfacer a laó  
v ctima. Tomando este verbo justamente en dos de sus acepciones oficiales, seg n elí ú  
Diccionario de la Real Academia Espa ola, resulta lo siguiente: a) "Hacer una obra queñ  
merezca perd n de la pena debida" y b) "Aquietar y sosegar las pasiones del nimoó á ” 
(Fueyo L., Fernando, Instituciones de Derecho Civil Moderno, Santiago, Ed. Jur dica,í  
1990, p. 52).

En  esta  compleja  tarea  de  entregar  una  compensaci n  satisfactiva  destaca  laó  
ejecuci n  de  diversas  obras  de  reparaci n  simb lica  como  las  siguientes:  1)  Laó ó ó  
construcci n del  Memorial  del  Cementerio General  en Santiago realizada en el  a oó ñ  
1993;  2)  El  establecimiento,  mediante  el  Decreto  N 121,  del  Ministerio  Secretar a° í  
General de la Presidencia, de 10 de octubre de 2006, del D a Nacional del Detenidoí  
Desaparecido. Se elige el d a 30 de agosto de cada a o en atenci n a que la Federaci ní ñ ó ó  
Latinoamericana de Asociaciones de Familiares de Detenidos Desaparecidos ha instituido 
este  d a  como  d a  internacional  del  detenido-  desaparecido;  3)  La  construcci n  delí í ó  
Museo de la Memoria y los Derechos Humanos. Esta obra fue inaugurada el 11 de 
enero de 2010 y su objetivo es dar cuenta de las violaciones a los derechos humanos 
cometidas entre los a os 1973 y 1990 y que quedaron plasmados en im genes, conos,ñ á í  
documentos o monumentos; 4) El establecimiento, mediante Ley N 20.405, del Premio°  
Nacional de los Derechos Humanos; 5) La construcci n de diversos memoriales y obrasó  
a lo largo de todo el pa s y en lugares especialmente importantes para el recuerdo de lasí  
Infracciones a los DDHH tales como Villa Grimaldi y Tocopilla, entre otras. Destacan, 
el "Memorial de los prisioneros de Pisagua" en el Cementerio de esa ciudad; el Mausoleo 
Para que nunca m s'' en el Cementerio 3 de Iquique; el Memorial “ á “Si estoy en tu  

memoria, soy parte de la historia'' en las afueras del Cementerio Municipal de Tocopilla; 
el Memorial Parque para la Preservaci n de la Memoria Hist rica de Calama" en el“ ó ó  
camino  a  San  Pedro  de  Atacama;  el  Memorial  en  homenaje  a  31  v ctimas  deí  
Antofagasta en la puerta principal del Cementerio General de la ciudad; el Memorial“  
en  homenaje  a  los  Detenidos Desaparecidos y Ejecutados  Pol ticos  de la  Regi n  deí ó  
Atacama  en el Frontis del Cementerio Municipal de esa ciudad; el Memorial por los’’ “  
Detenidos Desaparecidos y Ejecutados Pol ticos" en la Plaza de Armas de Curacav ; elí í  
Memorial  a  las  v ctimas  detenidas  desaparecidas  y  ejecutadas  pol ticas  del  Partido“ í í  

Socialista"  en  la  sede  de  este  partido;  el  "Memorial  de  Detenidos  Desaparecidos  y 
Ejecutados Pol ticos de Talca" en esa ciudad; y el "Memorial Escult rico de los Derechosí ó  
Humanos de Punta Arenas" en el Cementerio Municipal de esa ciudad. Todos ellos 
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unidos a  un sinn mero de otras  obras menores  como monolitos,  nombres de calles,ú  
placas recordatorias, esculturas, pinturas, etc.

La identidad de causa entre lo que se pide en estos autos y las reparaciones 
realizadas.

De todo lo expresado hasta ahora puede concluirse que los esfuerzos del Estado 
por reparar a las v ctimas de DD.HH. han cumplido todos los est ndares internacionesí á  
de Justicia Transicional y han provisto indemnizaciones acordes con nuestra realidad 
econ mica que efectivamente han apuntado a compensar a las v ctimas por los da os,ó í ñ  
tanto  morales  como  patrimoniales,  sufridos  a  consecuencia  de  las  violaciones  a  los 
DDHH.

As  las cosas, tanto las indemnizaciones que se solicitan en estos autos como elí  
c mulo  de  reparaciones  antes  indicadas  pretenden  compensar  los  mismos  da osú ñ  
ocasionados por los  mismos  hechos.  De esta  forma,  los  ya referidos  mecanismos  de 
reparaci n han compensado aquellos da os, no procediendo, por ello, ser compensadosó ñ  
nuevamente.

En  este  punto  el  fallo  Domic  Bezic,  Maja  y  otros  con  Fisco,   ha  sido 
especialmente gr fico cuando afirma que una pretensi n indemnizatoria es incompatibleá ó  
con los beneficios legales entregados por la Ley 19.123 pues "aquellos beneficios legales  
tienen  el  mismo  fundamento  y  an loga  finalidad  reparatoria  del  da o  moral  cuyoá ñ  
resarcimiento pretende la acci n intentada en este juicio y ellos son financiados conó  
recursos fiscales, conforme se desprende de lo establecido en el T tulo VI de ese textoí  
legal"  (C  Suprema.,  Domic  Bezic,  Maja  y  otros  con  Fisco  [2002]  Rol  4753-2001, 
Considerandos 28  a 34 ). ° °

Lo anterior ha sido ratificado por la Excma. Corte Suprema que, en sentencia de 
casaci n  de  fecha  30  de  enero  de  2013,  en  que  reiter  la  incompatibilidad  de  laó ó  
indemnizaci n pretendida con los beneficios de fuente estatal por los mismos hechos,ó  
resolviendo  que:  "DECIMO  NOVENO:  Que  en  cuanto  a  la  actora  Flor  Rivera  
Orellana, ella ha percibido los beneficios de la Ley N 19.123, de forma que no puede°  
pretender una indemnizaci n a un da o del que ya ha sido reparada. En efecto, la Leyó ñ  
N 19.123 es  la  que  cre  la  Corporaci n  Nacional  de Reparaci n  y  Reconciliaci n,° ó ó ó ó  
estableci  pensiones de reparaci n y otorg  otros beneficios a favor de las personas queó ó ó  
se ala  y  seg n  su  Mensaje  el  objetivo  ltimo de  ella  era  reparar  el  da o  moral  yñ ú ú ñ  
patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las v ctimas de violaciones a losí  
derechos humanos. Adem s, de acuerdo al art culo 2 de su texto se dispone que: "Leá í  
corresponder  especialmente a la Corporaci n: 1.-  Promover la reparaci n del da oá ó ó ñ  
moral de las v ctimas a que se refiere el art culo 18 y otorgar la asistencia social y legalí í  
que requieran los familiares de sta para acceder a los beneficios contemplados en estaé  
ley". De lo expresado puede inferirse que los beneficios otorgados a los familiares de las  
v ctimas de violaciones a los derechos humanos constituyen un esfuerzo del Estado porí  
reparar el da o moral experimentado por esas personas, objetivo resarcitorio coincidenteñ  
con la pretensi n formulada a trav s de la presente v a jurisdiccional y en consecuenciaó é í  
es  evidente  que  aquellos  beneficios  legales  tienen  el  mismo  fundamento  y  an logaá  
finalidad  reparatoria  de  da o  moral  que  la  aqu  reclamada  y  son  financiados  conñ í  
recursos fiscales seg n se desprende del T tulo VI de dicha ley, circunstancias todas queú í  
impiden acoger la pretensi n de la actora por contraponerse con la idea b sica que unaó á  
misma causa no puede dar origen a una doble indemnizaci n. Refuerza lo sostenido eló  
hecho que el art culo 24 de la ley solamente hizo compatible la pensi n de reparaci ní ó ó  
con cualquiera otra pensi n de que gozara o pudiere gozar el respectivo beneficiario, deó  
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manera que no cabe extender el alcance de esta norma a otras situaciones no previstas  
en sus t rminos. En estas condiciones no es dable estimar que el goce de la pensi n deé ó  
reparaci n  de  la  Ley  N 19.123  pueda ser  compatible  con  otras  indemnizaciones  aló °  
mismo da o moral que la ley trat  de resarcir con su otorgamiento, m s a n cuandoñ ó á ú  
dicha pensi n es renunciable con arreglo a lo dispuesto en el art culo 19, situaci n queó í ó  
no corresponde a la de la demandante, quien -como se dijo- percibe las pensiones a que  
se ha hecho referencia. De esta forma es innecesario pronunciarse sobre la eventual  
renuncia a la prescripci n por parte del  Fisco de Chile,  como quiera que la acci nó ó  
deducida por la se ora Rivera es incompatible con los beneficios aludidosñ " (C. Suprema, 
Rivera Orellana, Flor y otros con Fisco de Chile, 30 de enero de 2013, Rol 4742-2012).

En el mismo sentido, diversas sentencias ya hab an insistido en que el prop sitoí ó  
de estas leyes fue precisamente "reparar el da o moral y patrimonial que ha afectado añ  
los  familiares  directos  de  las  v ctimasí  (C.  Suprema,  Espinoza  Figueroa  y  Rioseco”  
Espinoza con Fisco de Chile, Rol 1963-2005; C. Santiago, Espinosa Olea con Fisco de 
Chile,  Rol  2400-2002),  lo  que  constituye  un  factor  congruente  con  resoluciones  de 
Tribunales Internacionales, relativas a la improcedencia de la indemnizaci n.ó

En efecto, cabe indicar que rganos internacionales de tanta importancia como laó  
Corte Interamericana de Justicia han valorado positivamente la pol tica de reparaci n deí ó  
violaciones de Derechos Humanos desarrollada por Chile, a tal punto que han denegado 
otro  tipo  de  reparaci n  pecuniaria  luego  de  tomar  en  consideraci n  los  montos  yaó ó  
pagados por el Estado por conceptos de pensiones, beneficios y prestaciones p blicas.ú

As ,  en  el  caso  Almonacid  se  se al  expresamente  que  "í ñ ó la  Corte  valora 
positivamente la pol tica de reparaci n de violaciones a derechos humanos adelantadaí ó  
por el Estado (supra p r. 82.26 a 82.33), dentro de la cual la se ora G mez Olivares yá ñ ó  
sus hijos recibieron aproximadamente la cantidad de US$ 98.000,00 (noventa y ocho mil  
d lares  de  los  Estados  Unidos  de  Am rica),  m s  beneficios  educacionalesó é á  
correspondientes aproximadamente a US$ 12.180,00 (doce mil ciento ochenta d lares deó  
los  Estados  Unidos  de  Am rica).  Teniendo en  cuenta  todo  lo  anterior  -prosigue  laé  
sentencia- el Tribunal considera no ordenar el pago de una compensaci n econ micaó ó  
por  concepto  de  da o  inmaterialñ …  (Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos,”  
Almonacid Arellano y otros vs. Chile, sentencia de 26 de septiembre de 2006, cons. 161).

En este mismo sentido, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la 
ONU ha considerado los beneficios de establecer un sistema compensatorio nico paraú  
todas  las  v ctimas  que  no  genere  desigualdades.  Un  documento  denominadoí  
"Herramientas  Jur dicas  para Estados Post-Conflictos" (Rule  of  Law for post-conflictsí  
states)  se  ha  referido  expresamente  a  los  programas  de  reparaci n.  En  l  se  haó é  
reconocido  la  existencia  de  un problema al  exigir  indemnizaci n  por  la  v a  de  losó í  
programas de reparaci n y paraleló amente, ejercer una acci n civil, por la v a judicial.ó í  
As , indica que una vez que el Gobierno ha hecho esfuerzos de buena fe en crear uní  
sistema administrativo que facilita la entrega de beneficios a las v ctimas, permitir a losí  
mismos beneficiarios iniciar litigios contra el Estado genera el peligro de obtener un 
doble beneficio por el mismo da o. Pero todav a peor, agrega que ello pone en riesgo elñ í  
sistema de reparaciones en su totalidad, puesto que mientras el primer problema puede 
ser f cilmente solucionado estipulando que no pueden perseguirse beneficios dos vecesá  
por la misma violaci n, el segundo no es f cilmente evitable toda vez que los beneficiosó á  
obtenidos en los tribunales pueden f cilmente sobrepasar a los de un programa masivoá  
de reparaciones. Esto puede generar un cambio en las expectativas y generalizar una 
sensaci n  de  desilusi n  con los  programas  administrativos.  Incluso  m s,  este  cambioó ó á  
puede  ser  motivado  por  casos  que  seguramente  no  son  representativos  de  todo  el 

Código: SXRGXPQYREV

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-7399-2023
 

Foja: 1
universo de v ctimas y que m s encima vienen a acentuar las desigualdades sociales entreí á  
las  v ctimas.  As ,  victimas  m s  educadas  o  pertenecientes  a  las  ciudades  tienení í á  
normalmente  una probabilidad m s  alta  de conseguir  reparaciones  por  la  v a de  laá í  
litigaci n civil que v ctimas m s pobres, menos educadas, que habitan en el campo o queó í á  
pertenecen  a  grupos  tnicos,  raciales  o  religiosos  marginados  (Office  of  the  Unitedé  
Nations High Commissioner for Human Rights, 2008 op. cit., p. 35).

En la misma l nea, tal como indica Lira, es precisamente el rechazo a nuevasí  
peticiones de indemnizaci n lo que fortalece los programas de Justicia Transicional. Loó  
contrario, esto es, dar lugar nuevamente a demandas de indemnizaci n de perjuicios,ó  
genera inevitablemente un acceso desigual a la justicia y a las reparaciones generando el 
efecto de debilitar la decisi n pol tica y administrativa de reparaci n (Lira, Elizabeth, op.ó í ó  
Cit. 2006, p. 94).

En conclusi n,  estando la acci n interpuesta en autos basadas en los  mismosó ó  
hechos y pretendiendo indemnizar los mismos da os que han inspirado precisamente elñ  
c mulo de acciones reparatorias ya enunciadas, por tal motivo opone formalmente laú  
excepci n de reparaci n integral.ó ó

2.- En subsidio, excepci n de Prescripci n Extintiva.ó ó

Adem s, de la excepci n anterior, indica que opone la excepci n de prescripci ná ó ó ó  
extintiva de la acci n deducida, seg n los argumentos que detallar  a continuaci n.ó ú á ó

Normas de prescripci n aplicables.ó

Indica  que  la  excepci n  de  prescripci n  de  la  acci n  de  indemnizaci n  deó ó ó ó  
perjuicios que interpone se funda con arreglo a lo dispuesto en el art culo 2332 delí  
C digo  Civil,  en  relaci n  con  lo  dispuesto  en  el  art culo  2497  del  mismo  C digo,ó ó í ó  
solicitando que se rechace la demanda en todas sus partes. 

 En el caso concreto, entendiendo suspendida la prescripci n durante el per odoó í  
de la dictadura militar,  iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de las 
propias v ctimas de ejercer las acciones legales correspondientes ante los tribunales deí  
justicia, hasta la restauraci n de la democracia, a la fecha de notificaci n de la demandaó ó  
de autos, esto es, el 28 de julio del 2023, igualmente ha transcurrido en exceso el plazo 
de prescripci n extintiva que establece el citado art culo 2332 del C digo Civil.ó í ó

 En consecuencia, ratifica que la excepci n de prescripci n opuesta es la de 4ó ó  
a os  establecida  en  el  art culo  2332  del  C digo  Civil,  pidiendo  que  se  acoja  y  señ í ó  
rechacen ntegramente la acci n indemnizatoria deducida como consecuencia de ello,í ó  
por encontrarse prescrita.

En subsidio, en caso que el Tribunal estime que la norma anterior no es aplicable 
al caso de autos, se ala que viene en oponer la excepci n de prescripci n extintiva de 5ñ ó ó  
a os contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci n con elñ í ó  
art culo 2514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hecho exigible elí ó í  
derecho a indemnizaci n  y la anotada fecha de notificaci n  de las  acci n  civil  queó ó ó  
contesto, transcurri  con creces el plazo que establece el citado art culo 2515 deó í l C digoó  
Civil.

Generalidades sobre la prescripci n.ó

Por regla general, todos los derechos y acciones son prescriptibles. "Cuando no se 
establece la prescripci n de un determinado derecho y tampoco su imprescriptibilidad,ó  
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ese derecho, de acuerdo con la regla general, es prescriptible'' (Alessandri, Somarriva y 
Vodanovic.  Tratado  de  Las  Obligaciones.  Editorial  Jur dica  de  Chile.  2-  Ed.  2004.í  
Volumen III. p. 181). Por ende, la imprescriptibilidad es excepcional y requiere siempre 
declaraci n expl cita, la que en este caso no existe.ó í

Estima que pretender que la responsabilidad del Estado sea imprescriptible, sin 
que exista un texto constitucional o legal expreso que lo disponga, llevar a a situacionesí  
extremadamente graves y perturbadoras. Por eso es que la jurisprudencia ha se aladoñ  
que  "para  que  un  derecho  de  ndole  personal  y  de  contenido  patrimonial  seaí  
imprescriptible,  es  necesario  que  exista  en  nuestra  legislaci n  disposiciones  queó  
establezcan  su  imprescriptibilidad  (C.  Santiago,  08  de  abril  de  1982.  Revista  de”  
Derecho y Jurisprudencia. Tomo LXXX, Sec. 2-, p. 38).

Hace presente que la prescripci n es una instituci n universal y de orden p blico.ó ó ú  
Efectivamente,  las  normas  del  T tulo  XLII  del  Libro  IV  del  C digo  Civil,  que  laí ó  
consagran y, en especial, las de su P rrafo I, se han estimado siempre de aplicaci ná ó  
general  a todo el  derecho y no s lo al  derecho privado. Entre estas normas est  eló á  
art culo 2497 del citado cuerpo legal, que manda aplicar las normas de la prescripci n aí ó  
favor  y  en contra del  Estado,  cuyo tenor  es  el  siguiente:  "Las  reglas  relativas  a  la  
prescripci n se aplican igualmente a favor y en contra del Estado, de las iglesias, de lasó  
municipalidades, de los establecimientos y corporaciones nacionales, y de los individuos  
particulares que tienen la libre administraci n de lo suyoó ".

Esta ltima disposici n consagra, con car cter obligatorio, el principio de que, alú ó á  
igual que trat ndose de las relaciones entre particulares (que es el sentido de la expresi ná ó  
"igualmente" que emplea el precepto) la prescripci n afecta o favorece, sin excepciones, aó  
las personas jur dicas de derecho p blico, a pesar de que stas, como lo se ala el art culoí ú é ñ í  
547, inciso 2 , del C digo Civil, se rijan por leyes y reglamentos especiales.° ó

La prescripci n es una instituci n de aplicaci n general en todo el mbito jur dicoó ó ó á í  
y de orden p blico, pues no cabe renunciarla anticipadamente (art culo 2494, inciso 1 ,ú í °  
del C digo Civil).ó

La responsabilidad que se atribuye al Estado y la que se reclama en contra de 
particulares tienen la misma finalidad: resarcir  un perjuicio extrapatrimonial,  en este 
caso, a trav s de un incremento patrimonial del afectado.é

Fundamento de la prescripci n.ó

La prescripci n tiene por fundamento dar fijeza y certidumbre a toda clase deó  
derechos emanados de las relaciones sociales y de las condiciones en que se desarrolla la 
vida,  aun cuando stas  no se  ajusten a principios  de estricta equidad,  que hay queé  
subordinar, como mal menor, al que resultar a de una inestabilidad indefinida. Es deí  
destacar que la prescripci n, por sobre todas las cosas, es una instituci n estabilizadora eó ó  
indispensable en del orden social. Est  reconocida por el ordenamiento jur dico con unaá í  
perspectiva esencialmente pragm tica, en atenci n a que existe un bien jur dico superiorá ó í  
que se pretende alcanzar, consistente en la certeza de las relaciones jur dicas.í

Por las mismas razones, consigna que la prescripci n no es -en s  misma- comoó í  
usualmente se piensa, una sanci n para los acreedores y un beneficio para los deudores.ó  
Sanci n  o  beneficio,  en  su  caso,  no  son  m s  que  consecuencias  indirectas  de  laó á  
protecci n del inter s general ya referido. Resulta inaceptable presentar a la prescripci nó é ó  
extintiva  como  una  instituci n  abusiva  de  exenci n  de  responsabilidad,  contraria  oó ó  
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denegatoria del derecho a reparaci n contemplado en la Constituci n Pol tica y en losó ó í  
Tratados Internacionales.

No est  dem s decir que la prescripci n no exime la responsabilidad ni elimina elá á ó  
derecho a la indemnizaci n. Solamente ordena y coloca un necesario l mite en el tiempoó í  
para que se deduzca en juicio la acci n.ó

Por  otro  lado,  no  hay  conflicto  alguno  entre  la  Constituci n  Pol tica  y  laó í  
regulaci n del C digo Civil. Lo habr a si aquellos textos prohibieran la prescripci n o sió ó í ó  
el derecho interno no admitiere la reparaci n v a judicial oportunamente formulada. Enó í  
ausencia de ese conflicto, no hay contradicci n normativa.ó

En la especie, el ejercicio de las acciones ha sido posible durante un n meroú  
significativo de a os, desde que el demandante estuvo en situaci n de hacerlo.ñ ó

Jurisprudencia sobre la prescripci n.ó

Se ala que la Excma. Corte Suprema, en ejercicio de la facultad conferida por elñ  
art culo 780 del C digo de Procedimiento Civil dict  el d a 21 de enero de 2013, unaí ó ó í  
hist rica sentencia de unificaci n de jurisprudencia de demandas de indemnizaci n deó ó ó  
perjuicios en contra del Fisco de Chile por hechos acaecidos entre el 11 de septiembre 
de 1973 y el 11 de marzo de 1990. 

Al efecto, en relaci n a distintos puntos, procede a citar dicho fallo de la siguienteó  
manera.

En relaci n al principio general que debe regir en materia de prescriptibilidad,ó  
cita  lo  siguiente:  "Octavo:  Que  la  prescripci n  constituye  un  principio  general  deló  
derecho destinado a garantizar la seguridad jur dica, y como tal adquiere presencia ení  
todo el espectro de los distintos ordenamientos jur dicos, salvo que por ley o en atenci ní ó  
a la naturaleza de la materia se determine lo contrario, esto es, la imprescriptibilidad de  
las acciones. A ello cabe agregar que no existe norma alguna en que se establezca la  
imprescriptibilidad gen rica de las acciones orientadas a obtener el reconocimiento de laé  
responsabilidad  extracontractual  del  Estado  o  de  sus  rganos  institucionales;  y,  enó  
ausencia  de  ellas,  corresponde  estarse  a  las  reglas  del  derecho  com n  referidasú  
espec ficamente a la materiaí .”

En  cuanto  a  los  tratados  internacionales  invocados,  especialmente  el  Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, la Convenci n Americana de Derechosí ó  
Humanos, el Convenio de Ginebra sobre Tratamiento de los Prisioneros de Guerra y la 
Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menesó í í  
de Lesa Humanidad, se ala que no contienen norma alguna que declare imprescriptibleñ  
la responsabilidad civil; la imprescriptibilidad que algunos de ellos establecen se refiere 
s lo a laó  responsabilidad penal y al efecto procede a citar lo siguiente: "Cuarto: Que 
desde  luego y  en lo  que  dice  relaci n  con la  alegaci n  de vulneraci n  de  tratadosó ó ó  
internacionales cabe dejar establecido, en forma previa, que al tiempo de los hechos  
investigados no se encontraban vigentes en Chile el Pacto Internacional de Derechos  
Civiles y Pol ticos, que s lo vino a ser aprobado por Decreto Supremo N 778 (RR.EE.)í ó °  
de 30 de noviembre de 1976, publicado en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989, ni  
la Convenci n Americana de Derechos Humanos o Pacto de San Jos  de Costa Rica,ó é  
promulgada por Decreto Supremo N 873 (RR.EE.), de 23 de agosto de 1990, publicado°  
el5 de enero de 1991 ( ) "… Quinto: Que no obstante lo anterior y en la misma l nea deí  
razonamientos acerca del contenido de tratados internacionales, previo es tambi n haceré  
notar que ninguno de los cuerpos normativos citados en el fallo impugnado establece la  
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imprescriptibilidad gen rica de las acciones orientadas a obtener el reconocimiento de laé  
responsabilidad  extracontractual  del  Estado  o  de  sus  rganos  institucionales.  As ,  laó í  
propia Convenci n Americana de Derechos Humanos no contiene precepto alguno queó  
consagre  la  imprescriptibilidad  alegada  por  el  recurrente.  Adem s,  ninguna  de  lasá  
disposiciones citadas en el  recurso excluye respecto de la materia en controversia la  
aplicaci n del derecho nacional. En efecto, el art culo 1  s lo consagra un deber de losó í ° ó  
Estados miembros de respetar los derechos y libertades reconocidos en esa Convenci n yó  
garantizar su libre y pleno ejercicio, sin discriminaci n alguna; y el art culo 63.1 imponeó í  
a la Corte Interamericana de Derechos Humanos un determinado proceder si se decide  
que hubo violaci n a un derecho o libertad protegido. ( ) ó … Sexto: Que, por su parte, el  
Convenio de Ginebra sobre Tratamiento de los Prisioneros de Guerra, que proh be a lasí  
partes contratantes exonerarse a s  mismas de las responsabilidades en que han incurridoí  
por infracciones graves que se cometan en contra de las personas y bienes protegidos por  
el  Convenio a que alude el  art culo 131, debe entenderse necesariamente referido aí  
infracciones del orden penal, lo que resulta claro de la lectura de los art culos 129 y 130í  
de dicho Convenio que aluden a actos contra las personas o bienes citando al efecto  
homicidio  intencional,  tortura o tratos  inhumanos,  incluso  experiencias  biol gicas,  eló  
causar de prop sito grandes sufrimientos o atentar gravemente contra la integridad f sicaó í  
o la salud, el hecho de forzar a un cautivo a servir en las fuerzas armadas de la Potencia  
enemiga o privarle de su derecho a ser juzgado regular e imparcialmente al tenor de las  
prescripciones del Convenio. ( )  "… S ptimoé :  Que, finalmente, la Convenci n sobre laó  
Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidadí í  
de  1968,  que  establece  la  imprescriptibilidad  de  los  cr menes  de  guerra  seg n  laí ú  
definici n dada en el  Estatuto del Tribunal Militar  Internacional de N remberg, asó ü í  
como de los cr menes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo de guerra como ení  
tiempo de paz, seg n la definici n dada en el Estatuto antes indicado, se refiere tambi nú ó é  
y nicamente a la acci n penal. En efecto, en el art culo IV establece que los Estadosú ó í  
Parte se comprometen a adoptar las medidas legislativas o de otra ndole que fueraní  
necesarias para que la prescripci n de la acci n penal o de la pena, establecida por ley oó ó  
de otro modo, no se aplique a los cr menes antes indicadosí .”

Respecto  a  no  existir  una  norma  especial  que  determine  qu  plazo  deé  
prescripci n debe aplicarse en estos casos, indica que debe recurrirse al derecho com n,ó ú  
que en esta materia est  representado por la regulaci n del C digo Civil relativa a laá ó ó  
responsabilidad extracontractual, y en particular por el art culo 2332 que fija un plazo deí  
cuatro a os desde la perpetraci n del acto. As , junto con el considerando octavo antesñ ó í  
citado,  reproduce  considerando  d cimo  que  dice:  "é D cimo:  Que  de  acuerdo  a  loé  
anterior, en la especie resulta aplicable la regla contenida en el art culo 2332 del mismoí  
C digo, conforme a la cual las acciones establecidas para reclamar la responsabilidadó  
extracontractual prescriben en cuatro a os, contados desde la perpetraci n del actoñ ó ".

No  obstante  lo  anterior,  alega  que  el  plazo  debe  contarse  no  desde  la 
desaparici n del secuestrado (detenci n del demandante en este caso), sino desde que losó ó  
titulares  de  la  acci n  indemnizatoria  tuvieron  conocimiento  y  contaron  con  laó  
informaci n necesaria y pertinente para hacer valer el derecho al resarcimiento del da oó ñ  
ante los tribunales de justicia. Las sentencias anteriores y posteriores fallo que se cita en 
este apartado, no hacen m s que reiterar la misma doctrina, constituyendo jurisprudenciaá  
en la materia, acogiendo las argumentaciones hechas valer por su defensa y que solicita 
se tenga en especial consideraci n al momento de resolver el juicio, en conformidad aló  
referido fallo de la Excma. Corte Suprema de fecha 21 de enero de 2013, que aplic  laó  
instituci n de la prescripci n en la materia de autos.ó ó

Contenido patrimonial de la acci n indemnizatoria.ó
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La indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea el origen o naturaleza de estos, noó  

tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam s ha de cumplir un rol punitivo paraá á  
el obligado al pago y su contenido es netamente patrimonial. De all  que no ha deí  
sorprender  ni  extra ar  que  la  acci n  destinada  a  exigirla  est  -como  toda  acci nñ ó é ó  
patrimonial- expuesta a extinguirse por prescripci n. ó

As  lo ha hecho presente la doctrina fiscal en sus diversas defensas y de la mismaí  
manera lo ha recogido reiteradamente la jurisprudencia, que en la especie se ha ejercido 
una  acci n  de  contenido  patrimonial  queó  persigue  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
extracontractual del Estado. En tal sentido, estima que no cabe sino aplicar, en materia 
de prescripci n, las normas del C digo Civil, lo que no contrar a la naturaleza especialó ó í  
de la responsabilidad que se persigue, en atenci n a que la acci n impetrada perteneceó ó  
-como se ha dicho- al mbito patrimonial. á

En efecto, basta considerar que el derecho a indemnizaci n puede ser y ha sidoó  
objeto de actos de disposici n, tales como renuncia o transacci n, incluso en casos deó ó  
violaciones a los Derechos Humanos, por lo que no existe fundamento plausible para 
estimar que se trata de acciones ajenas a la prescripci n liberatoria que no es sino unaó  
suerte de renuncia t cita por el no ejercicio oportuno de las acciones.á

Normas contenidas en el Derecho internacional.

Finalmente, aun cuando el demandante formula alegaciones en cuanto a que la 
acci n  patrimonial  que  persigue  la  ó reparaci n  por  los  da os  reclamados  ser aó ñ í  
imprescriptible  conforme al  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos,  en  este 
sentido, su parte se har  cargo de ciertos instrumentos internacionales, declarando deá  
antemano que ninguno de ellos contempla la imprescriptibilidad de las acciones civiles 
derivadas de delitos o cr menes de lesa humanidad o que proh ba o impida la aplicaci ní í ó  
del derecho interno en esta materia.

La  "Convenci n  sobre  la  Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  de  Guerra  yó í  
Cr menes de Lesa Humanidad", aprobada por Resoluci n N 2.391 de 26 de Noviembreí ó °  
de 1968, y en vigor desde el a o 1970, en su art culo 1  letras a) declara imprescriptiblesñ í °  
a los cr menes de guerra; y b) a los cr menes de lesa humanidad; pero cabe se alar -talí í ñ  
como lo ha reconocido la Excma.  Corte  Suprema, que en ninguno de sus art culosí  
declara la imprescriptibilidad de las acciones civiles para perseguir la responsabilidad 
pecuniaria del Estado por estos hechos, limitando esta imprescriptibilidad a las acciones 
penales.

Los Convenios de Ginebra de 1949, ratificados por Chile en 1951, se refieren 
exclusivamente a las acciones penales para perseguir la responsabilidad de los autores de 
los delitos de cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, de modo tal que noí í  
cabe extender la imprescriptibilidad a las acciones civiles indemnizatorias, tal como ha 
resuelto la Corte Suprema.

La Resoluci n N 3.074, de 3 de diciembre de 1973, de la Asamblea General deó °  
las  Naciones  Unidas,  denominada  "Principios  de  Cooperaci n  Internacional  para  eló  
descubrimiento, el arresto, la extradici n y el castigo de los culpables de cr menes contraó í  
la  humanidad",  se  refiere  exclusivamente  a  las  acciones  penales  para  perseguir  la 
responsabilidad de los autores de los delitos de cr menes de guerra y cr menes contra laí í  
humanidad,  de modo tal  que no cabe extender la imprescriptibilidad a las  acciones 
civiles indemnizatorias.
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La  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  no  establece  laó  

imprescriptibilidad en materia indemnizatoria. En relaci n a esta Convenci n, destacaó ó  
que  al  efectuar  la  ratificaci n,  conforme  al  inciso  2  del  art culo  5  de  la  Cartaó ° í °  
Fundamental,  Chile  formul  una  reserva  en  orden  a  que  el  reconocimiento  de  laó  
competencia, tanto de la Comisi n Interamericana de Derechos Humanos como de laó  
Corte Interamericana de Derechos Humanos, se refiere a hechos posteriores a la fecha 
del dep sito del instrumento de ratificaci n, de 21 de agosto de 1990, o, en todo caso, aó ó  
hechos cuyo principio de ejecuci n sea posterior al 11 de marzo de 1990. Por otra parte,ó  
el art culo 63 de la Convenci n se encuentra ubicado en el Cap tulo VIII, relativo a laí ó í  
Corte Interamericana de Derechos Humanos, espec ficamente en la secci n segunda deí ó  
dicho cap tulo, referido a la competencia y funciones de esa Corte, facult ndola paraí á  
imponer condenas de reparaci n de da os, pero ello no impide la aplicaci n del derechoó ñ ó  
interno nacional ni de la instituci n de la prescripci n, en Chile, ergo,  el  mandatoó ó  
contenido  en  esa  disposici n  est  dirigido  a  la  Corte  Interamericana  y  no  a  losó á  
Tribunales nacionales, quienes deben aplicar la normativa de derecho interno que rige la 
materia.

Se ala  que  el  planteamiento  de  su  defensa  fiscal  sobre  prescripci n  ha  sidoñ ó  
reconocido por la Corte Suprema en la sentencia de fecha de 24 de julio de 2007 rol 
corte  1133-2006,  caratulados  "Neira  Rivas,  Gloria  con Fisco  de  Chile",  que  en sus 
considerandos vig simo quinto y vig simo sexto desestim  el recurso de casaci n de laé é ó ó  
demandante por considerar inaplicables las disposiciones citadas seg n se pasa a se alar:ú ñ  
"VIGESIMO QUINTO: Que,  asimismo el  recurso ha imputado a la sentencia  que  
cuestiona haber transgredido, al  aceptar la excepci n de prescripci n opuesta por eló ó  
Fisco, diversas normas pertenecientes al Derecho Internacional de Derechos Humanos,  
que  consagran  la  imprescriptibilidad  en  materias  relativas  a  la  protecci n  de  estosó  
derechos,  mencionado,  a  tal  efecto,  en  primer  t rmino,  el  ordenamiento  de  laé  
Convenci n Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San Jos  de Costa Rica-ó é  
promulgado mediante Decreto Supremo N 873, publicado en el Diario Oficial de 5 de°  
enero de 1991. ( ) VIG SIMO SEXTO: Que semejante reproche aparece desprovisto… É  
de fundamentaci n atendible, puesto que, si bien dicho tratado tiene la fuerza normativaó  
que le reconoce el art culo 5  inciso 2  de la Carta Fundamental, su vigencia arranca deí ° °  
una poca posterior en el tiempo a aqu lla en que ocurrieron los hechos objeto delé é  
actual juzgamiento, de modo que sus disposiciones no les resultan aplicables. Por lo que  
toca espec ficamente al art culo 63 - nica disposici n del Pacto que el recurso presentaí í ú ó  
como vulnerada - basta una somera lectura de su texto para comprender que en l seé  
plasma  una  norma  imperativamente  dirigida  a  la  Corte  Internacional  de  Derechos  
Humanos, y que ninguna correspondencia guarda con la materia comprendida en el  
recurso".

Lo  mismo  aconteci  en  la  sentencia  dictada  por  la  Excma.  Corte  Suprema,ó  
acogiendo  un  recurso  de  casaci n  en  el  fondo  deducido  por  el  Fisco,  en  la  causaó  
"Mart nez Rodr guez y otra con Fisco de Chile", autos ingreso N 4067-2006, en fallo deí í °  
fecha 29 de octubre de 2007. En el mismo sentido se han pronunciado reiterados fallos 
de la Excma. Corte Suprema.

No  habiendo,  en  consecuencia,  norma  expresa  de  derecho  internacional  de 
derechos humanos, debidamente incorporada a nuestro ordenamiento jur dico interno,í  
que disponga la imprescriptibilidad de la obligaci n estatal de indemnizar, y no pudiendoó  
tampoco aplicarse por analog a la imprescriptibilidad penal en materia civil, estima queí  
el  Tribunal  no debe  apartarse  del  claro  mandato de  la  ley  interna  al  resolver  esta 
contienda y aplicar las normas contenidas en los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil,í ó  
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que establecen las reglas  sobre prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial  del 
Estado.

3.-   Alegaci n sobre el da o e indemnizaci n reclamada.ó ñ ó  

En subsidio de las defensas y excepciones precedentes, procede a  formular las 
siguientes  alegaciones en cuanto a la  naturaleza de la indemnizaci n  solicitada y aló  
excesivo monto pretendido.

Fijaci n de la indemnizaci n por da o moral.ó ó ñ

Hace presente no puede dejar de considerarse que el da o moral consiste en lañ  
lesi n  o  detrimento  que  experimenta  una  persona,  en  general,  en  sus  atributos  oó  
cualidades inmateriales, lo que depender , de las secuelas sufridas con motivo de losá  
hechos se alados en el libelo y de conformidad a los antecedentes que obren en autos enñ  
la etapa probatoria del mismo. As , entonces, los llamados da os no patrimoniales recaení ñ  
sobre elementos de dif cil o imposible estimaci n pecuniaria, ya que su contenido no esí ó  
econ mico, o al menos no directamente. Ello produce a su respecto una imposibilidadó  
latente e insuperable de evaluaci n y apreciaci n pecuniaria.ó ó

En t rminos generales, la indemnizaci n de perjuicios tiene por objeto restableceré ó  
el equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctima un valor equivalente aí í  
la cuant a del da o sufrido, para ponerla en el mismo estado que ten a antes del actoí ñ í  
da oso.  Por  ende,  la  indemnizaci n  del  da o  puramente  moral  no  se  determinañ ó ñ  
cuantificando, en t rminos econ micos, el valor de la p rdida o lesi n experimentada,é ó é ó  
sino s lo otorgando a la v ctima una satisfacci n, ayuda o auxilio que le permita atenuaó í ó r 
el da o, morigerarlo o hacerlo m s soportable, mediante una cantidad de dinero u otroñ á  
medio, que en su monto o valor sea compatible con esa finalidad meramente satisfactiva.

Al respecto, la Excma. Corte Suprema ha se alado: "ñ Por definici n, el perjuicioó  
moral no es de naturaleza pecuniaria. Esa fisonom a inmaterial que tiene, hace decir aí  
los doctos que no se trata de calcular la suma necesaria para borrar lo imborrable, sino  
procurar  que  el  afectado  obtenga  algunas  satisfacciones  equivalentes  al  valor  moral  
destruido'' (Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo LXX, Sec. 4a. p g. 61). En laá  
perspectiva antes indicada, estima que la regulaci n del monto de la indemnizaci n debeó ó  
ser  un  procedimiento  destinado  a  atenuar  los  efectos  o  el  rigor  de  la  p rdidaé  
extrapatrimonial sufrida.

Por otra parte,  advierte que tampoco resulta procedente invocar la capacidad 
econ mica del demandante y/o del demandado como elemento para fijar la cuant a deó í  
la indemnizaci n, pues el juez s lo est  obligado a atenerse a la extensi n del da oó ó á ó ñ  
sufrido por la v ctima, en la cual no tienen influencia estas capacidades. No habiendoí  
norma legal que establezca una excepci n relativa a la capacidad econ mica habr  deó ó á  
estarse al principio general y b sico de la cuantificaci n conforme a la extensi n delá ó ó  
da o, ni m s ni menos, con absoluta prescindencia del patrimonio del obligado al pagoñ á  
(Diez  Schwerter,  Jos  Luis.  El  Da o  Extracontractual.  Jurisprudencia  y  Doctrina.é ñ  
Editorial  Jur dica  de  Chile,  a o 1998,  p g.  256).  En tal  sentido,  las  id nticas  cifrasí ñ á é  
pretendidas  en  la  demanda  como  compensaci n  del  da o  moral,  resultan  excesivasó ñ  
teniendo en consideraci n las acciones y medidas de reparaci n adoptadas por el Estadoó ó  
de Chile en esta materia, y los montos promedios fijados por los tribunales de justicia,  
que en este materia han actuado con mucha prudencia.

En tal sentido, la Ilustr sima Corte de Apelaciones de Santiago ha resuelto queí  
para  fijar  el  quantum  debe  acudirse  al  Principio  de  Prudencia  que  conduce  a  la 
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proporcionalidad. En efecto, en la sentencia de segunda instancia dictada en recurso de 
apelaci n Ingreso Corte 6891-2013, la I.  Corte de Apelaciones de Santiago resolvi :ó ó  
"Cuarto: Que ante tales argumentos, surge el problema de determinar la real cuant a deí  
dicho da o moral, que como se ha dicho no se puede desconocer, su existencia en elñ  
caso, pero si bien, tal actividad se dificulta, por la generalidad de los hechos expuestos en  
la demandada, sin que se haya precisado cada uno de ellos y la total extensi n deló  
perjuicio - lo que permitir a efectuar alg n grado de distinci n o diferenciaci n- estaí ú ó ó  
situaci n  no  puede  ser  bice  para  alcanzarlo,  por  lo  que  se  ha  de  recurrir  a  laó ó  
prudencia,  la que nunca debe ser desproporcionada,  por lo que sta Corte fijar  laé á  
cuant a de tal reparaci n en $3.000.000 para cada uno de los actores referidos en elí ó  
considerando vig simo sextoé ".

3.1.- Excepci n ó  subsidiaria de consideraci n de los pagos ya recibidos del Estadoó   
y que guarden armon a con los montos establecidos por los Tribunales.í

En subsidio de las excepciones de reparaci n integral y prescripci n extintiva deó ó  
las acciones deducidas, alega que la fijaci n del da o moral por los hechos de autos, seó ñ  
debe considerar todos los pagos recibidos por el actor a trav s de los a os por parte delé ñ  
Estado conforme a las leyes de reparaci n (19.123, 19.234, 19.992, sus modificaciones yó  
dem s normativa pertinente), y que seguir n percibiendo a t tulo de pensi n, y tambi ná á í ó é  
los beneficios extrapatrimoniales que estos cuerpos legales contemplan, pues todos ellos 
tienen por objeto reparar el da o moral. De no accederse a esta petici n subsidiaria,ñ ó  
implicar a un doble pago por un mismo hecho, lo cual contrar a los principios jur dicosí í í  
b sicos del derecho en orden a que no es jur dicamente procedente que un da o seaá í ñ  
indemnizado dos veces.

Adem s,  estima pertinente  hacer  presente  que para la adecuada regulaci n  yá ó  
fijaci n  del  da o  moral  deben  considerarse  como  un  par metro  v lido  los  montosó ñ á á  
establecidos en las sentencias de los tribunales en esta materia, lo que implica rebajar 
sustancialmente los montos pecuniarios demandados.

4.- Improcedencia del pago de reajustes e intereses.

Hace presente que los reajustes s lo pueden devengarse en el caso  ó de que la 
sentencia  que se  dicte  en la causa acoja  la  demanda y  establezca  esa obligaci n,  yó  
adem s desde que dicha sentencia se encuentre firme o ejecutoriada.á

A la fecha  de interposici n  de  la  demanda de  autos  a  tramitaci n,  o  de  suó ó  
notificaci n, y mientras no exista sentencia firme o ejecutoriada, ninguna obligaci n tieneó ó  
su representado de indemnizar, y por tanto no existe ninguna suma que deba reajustarse. 
Lo anterior implica que, en casos como el de autos, los reajustes que procedieren de 
ninguna manera podr an contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que laí  
sentencia que los concede se encuentre firme o ejecutoriada.

El  reajuste  es  un  mecanismo  econ mico-financiero  que  tiene  por  objetoó  
neutralizar  el  efecto  que  los  procesos  inflacionarios  o  deflacionarios  tienen  sobre  la 
moneda  de  curso  legal.  Desde  esta  perspectiva,  no  procede  aplicar  la  correcci nó  
monetaria a partir de una fecha anterior a la determinaci n del monto respectivo poró  
sentencia ejecutoriada. 

Respecto  de  los  intereses,  el  art culo  1551  del  C digo  Civil  estableceí ó  
expresamente  que  el  deudor  no  est  en  mora  sino  cuando  ha  sido  judicialmenteá  
reconvenido y ha retardado el cumplimiento de la sentencia.
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La jurisprudencia  de los  tribunales  superiores  as  lo han decidido de maneraí  

uniforme, por ejemplo, en fallo que aparece en el Tomo 55, secci n 1 , p gina 95, de laó ° á  
revista  de  Derecho  y  Jurisprudencia,  "En  los  juicios  sobre  indemnizaci n  (poró  
responsabilidad extracontractual) no puede considerarse en mora a la parte demandada  
mientras no se establezca por sentencia ejecutoriada su obligaci n de indemnizar y eló  
monto  de  la  indemnizaci n.  Por  tanto,  no  procede  en  esta  clase  de  juicios  haceró  
extensiva la demanda de cobro de intereses de la suma demandada o de la que se fije en  
el fallo que recaiga en el juicio".

Por consiguiente, el hipot tico caso que el Tribunal decida acoger la acci n deé ó  
autos y condene a su representado al pago de una indemnizaci n de perjuicios, talesó  
reajustes  e  intereses  s lo  podr n  devengarse  desde  que  la  sentencia  condenatoria  seó á  
encuentre firme o ejecutoriada y su representado incurra en mora.

TERCERO: Que  la  demandante  no  evacu  la  r plica,  encontr ndose  enó é á  
rebeld a de dicho tr mite. í á

CUARTO: Que al evacuar la d plica, la demandada se ala que atendida laú ñ  
rebeld a de la contrar a, no habi ndose expuesto nuevos antecedentes que deban serí í é  
abordados por la defensa fiscal, da por expresadas la totalidad de las argumentaciones 
contenidas  en la  constataci n  de la demanda de autos,  solicitando el  rechazo de  laó  
demanda. 

QUINTO: Que al recibir la causa a prueba, se fijan como hechos sustanciales, 
pertinentes y controvertidos los siguientes: “1- Fecha y circunstancias de la detenci n yó  
tortura de la demandante; 2- Participaci n culposa o dolosa de agentes del estado en laó  
detenci n y tortura del demandante; 3- Efectividad que la demandante, fue reconocidaó  
como v ctima de violaci n a los derechos humanos por el Estado de Chile; 4- Existencia,í ó  
naturaleza y monto de los perjuicios demandados por el actor; 5- Efectividad de que la  
indemnizaci n alegada por la demandante ya ha sido reparada por el Fisco de Chile,ó  
t rminos,  monto  y  fecha  de  dicha  indemnizaci n;  6-  Efectividad  que  la  acci n  deé ó ó  
indemnizaci n de perjuicios deducida por el demandante de autos se encuentra prescrita.ó  
Hechos constitutivos de dicha prescripci n.ó ”

SEXTO: Que la demandante, a fin de fundar sus dichos, ha rendido la siguiente 
prueba documental en los autos, a folio 28:  1. Copia extracto de Norma T cnica delé  
Ministerio de Salud de Chile, para la atenci n en Salud de Personas Afectadas por laó  
Represi n Pol tica Ejercida por el Estado en el Periodo 1973-1990, espec ficamente eló í í  
Cap tulo II Titulo II; í 2. Copia presentaci n realizada por el Psic logo Freddy Silva G,ó ó  
en  su  calidad  de  Coordinador  del  Equipo  PRAIS;  3. Copia  informe  en  t rminosé  
generales sobre las secuelas dejadas en el plano de la salud mental relacionadas con las 
violaciones a los Derechos Humanos, cometidas durante la dictadura militar, elaborado 
por  PRAIS  y  suscrito  por  do a  Paula  Hinojosa  Oliveros,  Psic loga  de  PRAIS;  ñ ó 4. 
Art culo denominado Represi n Pol tica, Da o Transgeneracional y el Rol del Estadoí ó í ñ  
como Agente Reparador, escrito por el Psic logo Cl nico del programa PRAIS de laó í  
Araucan a  Norte,  don  Sergio  Beltran  P.;  í 5. Copia  informe  denominado,  Algunos 
problemas de salud mental detectados por equipo psicol gico-psiqui trico, realizado poró á  
la Vicaria de la Solidaridad; 6. Copia informe denominado Algunos Factores de Da o añ  
la  Salud  Mental,  realizado  por  la  Vicaria  de  la  Solidaridad;  7. Copia  informe 
denominado: Trabajo Social, una experiencia solidaria en la promoci n y defensa de losó  
Derechos Humanos, realizado por Victoria Baeza Fern ndez, Norma Mu oz Pe ailillo,á ñ ñ  
Mar a  Luisa  Sep lveda  Edwards,  Ximena  Taibo  Grossi,  Asistentes  Sociales  delí ú  
Departamento Jur dico de la Vicaria de la Solidaridad; í 8. Copia informe denominado: 
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Salud Mental y Violaciones a los Derechos Humanos, realizado por el equipo de salud 
de la Vicaria de la Solidaridad, integrado por los Doctores. Andr s Donoso, Guillermoé  
Hern ndez, Ramiro Olivares, el Psic logo Sergio Lucero, y la auxiliar de enfermer aá ó í  
Janet Ulloa; 9. Copia informe realizado por el equipo de profesionales de la salud de La 
Vicaria  de  la  Solidaridad,  denominado:  Efectos  con  la  salud  f sica  y  mental  en  laí  
poblaci n a consecuencia de la represi n en las protestas y otras acciones masivas;  ó ó 10. 
Estudio denominado Consecuencias Psicosociales de la Represi n Pol tica, realizado poró í  
la Psic loga Elizabeth Lira; ó 11. Cap tulo III del Informe de la Comisi n Nacional Sobreí ó  
Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  titulado:  Contexto;  ó í 12. Cap tulo  V  del  Informe  de  laí  
Comisi n  Nacional  Sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  titulado:  M todos  de  tortura:ó ó í é  
definiciones y testimonios; 13. Cap tulo VIII del Informe de la Comisi n Nacional Sobreí ó  
Prisi n Pol tica y Tortura, titulado: Consecuencias de la prisi n pol tica y la tortura; ó í ó í 14. 
Copia de Informes denominados: La Tortura Modelo de Intervenci n, La Tortura Unó  
Problema M dico. Ambos emitidos y realizados por el equipo de salud mental de laé  
Fundaci n de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas (FASIC);  ó 15. Copia de Informe 
denominado: V ctimas de Violaciones a los Derechos Humanos. Realizado por el equipoí  
de profesionales  de salud mental  del  Instituto Latino Americano de Salud Mental  y 
Derechos  Humanos  (ILAS);  16. Sentencia  de  fecha  29  de  noviembre  del  2018, 
correspondiente al CASO RDENES GUERRA Y OTROS VS. CHILE, dictada porÓ  
la Corte Interamericana de Derechos Humanos; 17. Extracto de la n mina de v ctimasó í  
de prisi n pol tica y tortura, elaborado por la Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica yó í ó ó í  
Tortura. 

S PTIMO:É  Que  por  su  parte,  la  parte  demandada  no  acompa  pruebañó  
instrumental.  No obstante  tramit  oficio  al  Instituto  de  Previsi n  Social  (IPS),  cuyoó ó  
informe sobre los beneficios por reparaci n recibidos por el demandante en calidad deó  
v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura, en virtud de las leyes 19.992 y 20.874, consta aí ó í  
folio 22 del cuaderno principal.

OCTAVO: Que previo a pronunciarse el Tribunal sobre las diversas alegaciones 
de las partes, resulta fundamental para esta sentenciadora se alar que el caso de marrasñ  
versa  sobre  indemnizaci n  de  perjuicios  reclamada  al  Estado  de  Chile,  a  partir  deó  
violaciones  a  los  derechos  humanos  en  la  comisi n  de  delitos  denominados  de  lesaó  
humanidad o cr menes de guerra, cometidos por agentes del estado en su representaci ní ó  
y financiados por este, cuyas actuaciones son reconocidas, en el caso de marras, a partir 
del informe emitido por la Comisi n Valech.ó

NOVENO: Que  a  partir  de  lo  anterior,  el  Estado  de  Chile  efectu  unó  
reconocimiento de la comisi n de estos il citos a trav s de la Comisi n ya nombrada.  ó í é ó

La responsabilidad estatal versa en los art culos 4 , 5 , 6  y 7  de la Constituci ní ° ° ° ° ó  
Pol tica de la Rep blica, conformes a los cuales el Estado de Chile se encuentra limitadoí ú  
por  el  respeto  de  los  derechos  esenciales  que  emanan  de  la  naturaleza  humana, 
recogiendo y aplic ndose entonces lo preceptuado por el art culo 38 de la Constituci ná í ó  
Pol tica  y el  art culo 4 de la Ley 18.575,  como el  derecho  de toda v ctima a serí í í  
reparada en los da os causado ñ “el Estado ser  responsable por los da os que causen losá ñ  
rganos  de  la  administraci n  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  perjuicio  de  lasó ó  

responsabilidad  que  pudieren  afectar  al  funcionario  que  las  hubiere  ocasionado ,”  
principios y derechos refrendados en la Asamblea General de las Naciones Unidas en la 
materia.

D CIMO:  É Que, si bien la responsabilidad del Estado se funda en los art culosí  
citados,  la  integraci n  de  instrumentos  Internacionales  que  versan  sobre  Derechosó  
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Humanos al ordenamiento jur dico nacional, a trav s del art culo 5  inciso segundo de laí é í °  
Constituci n Pol tica, impide al Estado aplicar el derecho interno con el fin de eludir suó í  
responsabilidad, debiendo reparar el da o causado a las v ctimas de violaciones a losñ í  
derechos humanos por tratarse dicha reparaci n de un derecho fundamental que por suó  
naturaleza, la acci n que pretende su resarcimiento, es imprescriptible. Ya lo se ala laó ñ  
jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema: “A mayor abundamiento, se se ala que elñ  
art culo 5.2 de la Convenci n Interamericana de Derechos Humanos,  establece queí ó  
nadie debe ser sometido a torturas ni a tratos crueles inhumados; y si bien la acci nó  
indemnizatoria  tiene  un contenido patrimonial,  obedece  a si  ndole  humanitaria,  ení  
protecci n a los derechos humanos, reconocidos en la norma internacional citada, queó  
primea sobre la preceptiva de derecho interno, en especial  el art culo 2497 del C digoí ó  
Civil . (Fallo Rol C-2289-2015, 29 de marzo de 2016).”

D CIMO PRIMERO:É  Que en cuanto a la excepci n de reparaci n satisfactivaó ó  
opuesta por la demandada, indicando que el actor es beneficiario de las prestaciones 
ideadas por el Estado a trav s de la Ley 19.234 y 19.992 y en raz n de ello ya existeé ó  
una reparaci n del da o, esta sentenciadora considera que la calidad de v ctima no esó ñ í  
excluyente  de  la  pretensi n  indemnizatoria  de  la  presente  acci n,  toda  vez  que  lasó ó  
medidas de las leyes indicadas fueron creadas de forma general sin consideraci n a cadaó  
caso en particular, sin poder presumir que el Estado a trav s de dichas efectuar  unaé á  
reparaci n ntegra del da o causado.ó í ñ

Que  a  mayor  abundamiento,  que  el  Estado  asuma  su  participaci n  yó  
colaboraci n en los hechos y pretenda el cumplimiento del deber de resarcimiento paraó  
con las v ctimas, no importa para ellas la renuncia de sus formas, ni exclusi n de otrasí ó  
medidas de reparaci n.ó

D CIMO SEGUNDO:É  Que sobre la excepci n de prescripci n de la acci nó ó ó  
invocada por la demandada, dicha parte solicita la aplicaci n de las normas del C digoó ó  
Civil en virtud de justificar la existencia de sta a fin de otorgar certeza de las relacionesé  
jur dicas, el resguardo del patrimonio y la libre circulaci n de los bienes, no obstante,í ó  
imperativo resulta se alar que la jurisprudencia de la Excelent sima Corte Suprema hañ í  
reiterado que en el caso de delitos de lesa humanidad, la acci n penal es imprescriptible,ó  
resultando contradictorio y poco coherente que la acci n civil no siguiera este mismoó  
razonamiento.

Lo anterior resulta comprensible a partir de que el hecho lesivo consiste en un 
crimen de guerra o delito de lesa humanidad, especialmente contenido en el art culo 1.1í  
y  63.1  de  la  Convenci n  Americana   de  Derechos  Humanos,  y  art culo  27  de  laó í  
Convenci n de Viena sobre el Derecho de los Tratados, convenciones internacionalesó  
que Chile ha ratificado y que son parte integrante del ordenamiento jur dico nacionalí  
por remisi n directa y expresa del art culo 5 inciso segundo de la Constituci n Pol ticaó í ó í  
de la Rep blica.ú

D CIMO TERCERO:É  Que la Comisi n Verdad y Reconciliaci n, creada poró ó  
el Decreto Supremo N 355 de 1990, del Ministerio de Justicia tuvo por objeto, conformeº  
a su art culo 1 : "...í º contribuir al esclarecimiento global de la verdad sobre las m s gravesá  
violaciones  a  los  derechos  humanos  cometidas  en  los  ltimos  a osú ñ ",  procurando  en 
cumplimiento de dicho cometido, establecer un cuadro lo m s completo posible sobre losá  
hechos referidos, sus antecedentes y circunstancias. 

A  su  vez,  la  ley  N 19.123,  cre  la  Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  y° ó ó ó  
Reconciliaci n, con el objeto de coordinar, ejecutar y promover las acciones necesariasó  
en  cumplimiento  de  las  recomendaciones  contenidas  en  el  informe  de  la  Comisi nó  
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Nacional  de  Verdad  y  Reconciliaci n,  correspondi ndole  esencialmente  promover  laó é  
reparaci n del da o moral de las v ctimas.  ó ñ í

Por Decreto N 1040, de fecha 26 de septiembre de 2003, se dispone la creaci n° ó  
de la Comisi n Valech, que tendr a la finalidad de asesorar a la presidencia de aqueló í  
entonces y suplir  informaci n faltante y deficiencias de la Comisi n Rettig,  que soloó ó  
contemplaba quienes hab an muerto a manos de agentes del estado durante el per odoí í  
de dictadura militar, incluy ndose ahora los casos de prisi n y tortura que no fueroné ó  
contenidas en el informe anterior. 

El informe Valech contiene la n mina de v ctimas establecida por la Comisi n yó í ó  
ha servido de base a los beneficios dispuestos por la Ley N 19.992.º

En la referida n mina de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura,ó ó ó í  
se reconoce a do a Victoria Elo sa Y ez Taborga como v ctima de prisi n pol tica yñ í áñ í ó í  
tortura  con  el  n mero  26.785  del  listado,  siendo  por  tanto  declarada  v ctima  deú í  
violaciones a los Derechos Humanos.

D CIMO CUARTO:É  Que seg n la jurisprudencia y doctrina, en un sentidoú  
casi un nime, se ala que la acci n penal resulta imprescriptible, no resultando aplicableá ñ ó  
las  normas  civiles  de  prescripci n  de  la  acci n,  por  resultar  contrario  al  sistemaó ó  
Internacional  de  los  Derechos  Humanos,  entendi ndose  integrados  a  nuestroé  
Ordenamiento Jur dico por remisi n directa y expresa del art culo 5 inciso segundo de laí ó í  
Constituci n Pol tica de la Rep blica, asumiendo por ello el Estado chileno la obligaci nó í ú ó  
de instaurar el derecho de las v ctimas y otros leg timos titulares a la reparaci n de todosí í ó  
los males experimentados como consecuencia del acto il cito. Que a esto es lo indicadoí  
en  el  art culo  1  de  la  Convenci n  sobre  la  Imprescriptibilidad de  los  Crimines  deí ° ó  
Guerra y  de los  cr menes  de Lesa Humanidad,  que establece  que estos  delitos  soní  
imprescriptibles, cualquiera sea la fecha en que se hayan cometido.

Que  a  mayor  abundamiento,  la  ley  19.123  justifica  su  creaci n  en  eló  
reconocimiento de las violaciones a los Derechos Humanos que se perpetuaron en el 
pa s, a las familias de aquellos detenidos desaparecidos y ejecutados pol ticos que fueroní í  
v ctimas directas de acciones realizadas por agentes del estado, a trav s de regal as deí é í  
car cter econ mico o pecuniarias.á ó

D CIMO  QUINTO:É  Que  resulta  fundamental  para  un  estado  de  derecho 
democr tico otorgar un tratamiento especial a los casos de cr menes de lesa humanidadá í  
en los que tuvo participaci n y activa colaboraci n del Estado, aplic ndose a este unaó ó á  
prolongaci n en el deber de reparaci n integral de las v ctimas.ó ó í

D CIMO  SEXTO:É  Que  a  lo  anterior,  el  Convenio  de  Ginebra  sobre 
Tratamiento de los Prisioneros de Guerra, se ala en su art culo 29 que las Altas Partesñ í  
Contratantes  se  comprometen a tomar  todas  las  oportunas  medidas  legislativas  para 
determinar las adecuadas sanciones penales que se han de aplicar a las personas que 
hayan cometido, o dado orden de cometer una cualquiera de las infracciones graves 
contra el presente Convenio definidas en el art culo siguiente. Cada una de las partesí  
contratantes tendr  la obligaci n de buscar a las personas acusadas de haber cometido, uá ó  
ordenado  cometer,  una  cualquiera  de  las  infracciones  graves  y  deber  hacerlasá  
comparecer ante los propios tribunales, sea cual fuere su nacionalidad. Podr  tambi n, siá é  
lo prefiere, y seg n las condiciones provistas en la propia legislaci n, entregarlas paraú ó  
que sean juzgadas por otra Parte Contratante interesada, si sta ha formulado contraé  
ellas cargos suficientes Cada Parte Contratante tomar las oportunas medidas para que 
cesen,  aparte  de  las  infracciones  graves  definidas  en  el  art  culo  siguiente,  los  actos 
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contrarios a las disposiciones del presente Convenio. Los inculpados se beneficiar n, ená  
todas las circunstancias, de garant as de procedimiento y libre defensa, que no podr ní á  
ser inferiores a las previstas en los art culos 105 y siguientes del presente Convenio. í

A su vez, el art culo 130 expresa que í “Las infracciones graves a las que se refiere  
el art culo anterior son las que implican uno cualquiera de los actos siguientes si seí  
cometen contra personas o bienes protegidos por el Convenio: el homicidio intencional,  
la tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biol gicos,  el hecho deó  
causar  deliberadamente  grandes  sufrimientos  o  de  atentar  gravemente  contra  la  
integridad f sica o la salud, el hecho de forzar a un prisionero de guerra a servir a lasí  
fuerzas armadas de la Potencia enemiga, o el hecho de privarlo de su derecho a ser  
juzgado legitima e imparcialmente seg n las prescripciones del presente Convenioú ; y el”  
art culo 131 establece Ninguna í “ Parte Contratante podr  exonerarse, ni exonerar a otraá  
Parte Contratante, de las responsabilidades en que haya incurrido ella misma y otra  
parte Contratante a causa de las infracciones previstas en el art culo anterior .”

D CIMO S PTIMO:É É  Que la demanda efectuada en contra del Fisco tiene 
asidero en los ejes del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, encontr ndoseá  
Chile suscrito a dichos, oblig ndose al reconocimiento y completa protecci n al derechoá ó  
de ntegra reparaci n de los da os provenientes de estos delitos.í ó ñ

D CIMO OCTAVO:É  Que bajo  este  prisma de protecci n y  aplicaci n  deló ó  
derecho internacional, no es aceptable el cuestionamiento a la aplicaci n normativa queó  
verse sobre Derechos Humanos, y menos aquellas que ordenan la reparaci n por parteó  
de los Estados, bajo el argumento de la protecci n del derecho interno, por cuanto seó  
compromete  la  responsabilidad  del  Estado  de  Chile,  de  los  acuerdos  y  tratados 
internacionales que ha ratificado, as  como el principio de buena fe comprometido coní  
las normas Ius Cogens o costumbre del Derecho Internacional.

Que a esto, la Convenci n de Viena sobre los Derecho de los Tratados, indica enó  
su art culo 27 en cuanto al derecho interno y la observancia de los tratados, que Unaí  
Parte no podr  invocar las disposiciones de su derecho interno como justificaci n delá ó  
incumplimiento de un tratado. Esta norma se entender sin perjuicio de lo dispuesto en el 
art culo 46, razones suficientes para rechazar las excepciones de reparaci n satisfactiva,í ó  
de  prescripci n  extintiva  de  la  acci n  y  en  subsidio  las  alegaciones  vertidas  pó ó or  la 
demandada.

D CIMO NOVENO:É  Que de esta manera, encontr ndose acreditado el il cito,á í  
la responsabilidad del Estado, y la circunstancia de detenci n, prisi n pol tica y torturaó ó í  
de do a Victoria Elo sa Y ez Taborga y que no habr a tenido lugar sin la intervenci nñ í áñ í ó  
de funcionarios estatales, sta no se hubiera producido, queda por dar establecida laé  
responsabilidad del Estado de Chile en los hechos relatados.

VIG SIMO:É  Que  la  responsabilidad  trae  aparejada  la  indemnizaci n  oó  
reparaci n de los da os sufridos por la demandante.ó ñ

VIG SIMO PRIMERO:É  Que a partir del oficio de fecha 30 de enero del 2024, 
remitido por el  Instituto de Previsi n Social,  se da cuenta que do a Victoria Elo saó ñ í  
Y ez Taborga, en su calidad de v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura,  ha recibidoáñ í ó í  
pensi n  previsional  en  virtud  de  la  Ley  N 19.992,  aporte  nico  en  base  a  la  Leyó ° ú  
N 20.874 y aguinaldos.°

VIG SIMO SEGUNDO:É  Que en cuanto al  monto de la indemnizaci n, seó  
estar  a la circunstancia de que el hecho que ha causado el agravio.á
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VIG SIMO TERCERO:  É Que el  pago de la indemnizaci n  de perjuicios  aó  

pagar, deber  ser reajustada desde la fecha en que la sentencia se encuentre firme yá  
ejecutoriada hasta su pago efectivo seg n la variaci n de ndice de precios al consumidorú ó í  
(IPC), debiendo agregarse a tal suma de dinero los intereses corrientes devengados para 
operaciones no reajustables de dinero a contar desde que la presente sentencia definitiva 
adquiera su car cter de firme y ejecutoriada.á

Por estas consideraciones, y vistos adem s, lo dispuesto en la Convenci n sobreá ó  
Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad;í í  
Convenio  de  Ginebra  sobre  tratamiento  de  los  Prisioneros  de  Guerra;  Convenci nó  
Americana de Derechos Humanos;  Convenci n de Viena sobre los  Derechos de losó  
Tratados; art culos 5, 6, 7 y 38 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, art culo 4 deí ó í ú í  
la Ley N 18.575 Org nica Constitucional sobre Bases de la Administraci n del Estado;° á ó  
Leyes N 19.123 y N 19.980; y art culos 144, 170 y 254 y siguientes, 748 y siguientes del° ° í  
C digo de Procedimiento Civil, ó se declara:

I.- Que el Estado de Chile debe pagar al demandante,  do a  Victoria  Elo sañ í  
Y ez Taborgaáñ , a modo de indemnizaci n de perjuicios por da o moral, la suma deó ñ  
$300.000.000.- (trecientos millones de pesos), con los reajustes e intereses que se indican 
en la consideraci n vig simo tercero.ó é

II.- Que por resultar totalmente vencida la demandada, se le condena al pago de 
las costas.

Reg strese.í

ROL N  C-7399-2023°

PRONUNCIADA  POR  DO A  JACQUELINE  IVETTE  BENQUISÑ  
MONARES,  JUEZ  TITULAR  DE  ESTE  D CIMO  NOVENO  JUZGADOÉ  
CIVIL DE SANTIAGO.

           

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  seis de septiembre de dos mil veinticuatro
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